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INTRODUCCIÓN

A lo largo de la historia es posible evidenciar la necesi-
dad de que la ciudadanía cuente con herramientas y espa-
cios que le permitan ejercer una participación ciudadana 
amplia y activa, permitiéndole incidir en el ámbito público. 
La construcción de este trabajo parte del fenómeno que se 
desarrolla con el proceso de paz en Colombia, con la cons-
trucción del acuerdo de paz y con los retos que afrontarán 
los territorios. En toda sociedad se presentan escenarios de 
conflictividad	debido	a	la	diversidad	cultural,	social,	reli-
giosa, económica y educativa, lo que ha permitido nutrir 
las normas que la rigen. El problema surge cuando esta 
conflictividad	no	 se	 encamina	 en	propuestas	que	permi-
tan	solucionar	dichos	problemas,	sino	cuando	esta	finaliza	
en	 una	 confrontación	 armada.	Varios	 países	 de	 América	
Latina han vivido atmósferas de guerra, muchos de ellos 
han realizado procesos de paz en donde han podido dar 
fin	 al	 conflicto.	 Un	 común	 denominador	 de	 todos	 estos	
procesos de paz ha sido la necesidad de garantizar la par-
ticipación democrática de los ciudadanos. La Ley Estatu-
taria 1757 de 2015 fue creada con el objeto de garantizar el 
derecho a participar.
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En el marco de dicha Ley, este libro tiene tres propósitos: el 
primero es el de analizar el papel que tiene la Ley Estatu-
taria 1757 de 2015, con la conformación de los consejos de 
participación ciudadana en el posacuerdo. Conforme con 
los antecedentes de este trabajo, se comprobó que en los 
procesos llevados a cabo en Guatemala y en El Salvador, la 
escasa presencia y la poca participación de organizaciones 
sociales y de la ciudadanía en general, entorpecieron el de-
sarrollo de la etapa de posguerra.

En Colombia, por otro lado, se dio un caso sui géneris, debido 
a que las instituciones democráticas se mantuvieron a 
pesar	del	conflicto	armado.	No	obstante,	el	nivel	de	partici-
pación en el país no es alto, ni siquiera abarca la mitad de la 
población censada, lo que demuestra que los mecanismos 
de participación ciudadana deben tener un mayor acceso 
para el ciudadano del común.

La Ley 1757 llega para facilitar espacios de participación po-
blacional, como en el caso de las víctimas, que en el orden 
municipal, requieren escenarios de participación efectiva. 
Comunidades negras con espacios de interlocución per-
manente, comunidades indígenas, comunidad romaní o 
gitana, adulto mayor, juventudes, personas en condición 
de discapacidad, organizaciones de mujeres, comunidad 
LGTBI, juntas administradoras locales y juntas de acción 
comunal. 

Sobre	el	 conflicto	en	Colombia	ya	 se	han	escrito	muchos	
documentos que hacen mención a los orígenes, las posibles 
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causas y las consecuencias que ha traído para el país. Pero 
poco	o	casi	nada	se	sabe	sobre	lo	que	es	el	posconflicto	en	
el contexto colombiano. Lo que se conoce son las experien-
cias de los países latinoamericanos y centroamericanos 
sobre cómo llevaron ellos esta nueva etapa. Lo que se vive 
hoy en Colombia es la aplicación de la teoría, de lo escrito 
y de la experiencia que sobre la marcha se vaya logrando. 

El segundo propósito desarrolla la hipótesis de que a toda 
práctica política le subyace un correlato moral, el cual se 
explicita	en	la	deliberación	política,	la	justificación	moral	
y la reivindicación de derechos, lo que ha servido a grandes 
pensadores	como	guía	para	reflexionar	sobre	 la	ciudada-
nía y la formación política desde sus componentes éticos 
y morales. 

Para nosotros como investigadores, y al mismo tiempo 
como colombianos, es necesario que la implementación 
del “segundo acuerdo” se constituya para todos en nuestro 
proyecto político y de país; solo así podríamos comprome-
ternos como ciudadanos en la construcción de un país; en 
el reconocimiento de la diversidad, la pluralidad, con un 
presente menos inseguro y con un futuro más real para los 
niños y jóvenes, en el que sus sueños y expectativas de rea-
lización se tornen en realidad. 

Por lo tanto, en cuanto a la pertinencia y aplicabilidad de 
lo que aquí planteamos, se procura que el resultado pueda 
ser utilizado por la comunidad y sus líderes, así como por 
las comunidades educativas, esperando que comprendan 
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la importancia de conformar los consejos de participación 
ciudadana, para utilizar los mecanismos de participación 
que la ley brinda, y no menos importante, para lograr 
que se organicen y consigan los objetivos que cada colec-
tivo reclama para su bienestar social y pleno goce de sus 
derechos. 

El tercer propósito es mostrar los resultados de la investi-
gación adelantada por el Observatorio de Participación y 
Reparación Individual y Colectiva; que nace del convenio 
tripartito de donación USAID, CODHES y la Corporación 
Universitaria del Meta, una alianza estratégica para desa-
rrollar el Proyecto del Observatorio de Participación y Re-
paración Individual y Colectiva, en los municipios de San 
José	del	Guaviare,	Villavicencio	y	Puerto	López,	Meta.	

Al	final	se	presentan	los	resultados	a	2016	de	las	mesas	de	
trabajo provenientes de las organizaciones de víctimas, 
defensoras de derechos humanos y sujetos de reparación 
colectiva. Se concluye que, después de haber analizado el 
Acuerdo	final	para	la	terminación	del	conflicto	y	la	cons-
trucción de una paz estable y duradera, es claro el papel 
que juega la participación democrática; las falencias que se 
encontraron indican que se debe reforzar con herramien-
tas como la Ley de Participación Ciudadana.

Palabras	Clave

Participación	 ciudadana,	 democracia,	 ley,	 conflicto,	 paz,	
grupos sociales, consejos de participación, subjetividad 
política, sujeto político. 
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PLANTEAMIENTO DEL 
PROBLEMA

En	una	investigación	judicial	sobre	el	conflicto	y	poscon-
flicto	vivido	 en	Guatemala,	Benítez	 (2016)	habla	 sobre	 la	
importancia que tienen los escenarios de participación 
ciudadana en la construcción de paz y que los actores 
busquen espacios donde puedan expresar sus demandas, 
por lo que se hacen vitales las manifestaciones sociales que 
faciliten la ejecución de las estructuras ya existentes. Así 
mismo, insiste en la importancia de crear nuevos espacios 
y herramientas que sirvan de puentes para la interacción 
entre los actores y su entorno.

Se	hace	evidente	que	durante	los	años	en	que	el	conflicto	
fue más intenso en Guatemala, las oportunidades políticas 
y los escenarios donde se pudiera dar una relación recípro-
ca entre los actores y el entorno social fueron nulas, pues 
el Gobierno cerró dichos espacios. Este régimen restrictivo 
impidió los canales de participación entre víctimas o victi-
marios, o entre victimarios y Estado, o víctimas y Estado. 
De igual forma, se hizo evidente la ausencia de la institu-
cionalidad con relación a los derechos humanos.
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En cuanto a las iniciativas sociales frente a la violencia, el 
texto expresa que la estrategia social se dio de forma dife-
rente	a	 lo	 largo	de	 todo	el	conflicto.	Muchos	actores	pre-
firieron	el	exilio	y	otros	trabajar	desde	 la	clandestinidad,	
para hacer una búsqueda de la verdad o para manifestar su 
pensar	ante	el	Gobierno.	Solo	fue	hasta	los	años	60	(Reyes	y	
del	Valle,	2013,	p.	308)	cuando	en	la	sociedad	guatemalteca	
se dio inicio a movimientos sociales con los estudiantes de 
la Universidad de San Carlos. Esta manifestación fue con-
siderada como antecedente de los comités de víctimas.

El papel de la sociedad civil en el proceso hacia la democra-
tización fue en un principio casi nulo, dado que la repre-
sión que se vivía en el país para esa época, había destruido 
los movimientos sociales que se habían logrado consoli-
dar. Sin embargo, a mediados de 1996, con la terminación 
del	proceso	de	pacificación,	diferentes	actores	de	las	orga-
nizaciones sociales empezaron a tomar fuerza en lo que se 
conoce	como	posconflicto.

Londoño	Osorio	 (2017)	propone	una	 carta	de	navegación	
para dar claridad a los procesos que se llevarán a cabo en 
el posacuerdo en Colombia. No obstante, el documento fue 
realizado	con	base	en	el	acuerdo	que	se	firmó	el	26	de	sep-
tiembre de 2016 en Cartagena. En la agenda de los diálogos 
de paz, en el punto número dos del acuerdo, quedó estipu-
lada la “Participación política y apertura democrática”. El 
objetivo	principal	de	este	punto	es	buscar	que	la	conflicti-
vidad no vaya ligada a la política a través de las armas o de 
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la violencia en general. Por tanto, lo que se pretende con 
este	punto	específico	del	acuerdo,	es	la	creación	de	nuevas	
fuerzas sociales bajo un marco institucional.

Para dar efectividad a la ejecución del acuerdo de paz y 
entender lo que viene en materia de reformas, es necesa-
rio	 identificar	 los	ejes	fundamentales	citados	en	el	punto	
número	dos	del	acuerdo	final.	Uno	de	ellos	se	refiere	a	 la	
participación ciudadana, aspecto que se resalta, por ser el 
pilar de este análisis. 

Con el acuerdo de paz se pretende, en el segundo pilar del 
punto dos, que haya un incremento de la participación ciu-
dadana, con lo cual se promueve la consolidación de la paz 
en el marco de la Constitución Política de 1991. Para lo an-
terior, es importante otorgar las garantías a los diferentes 
movimientos sociales y empoderar a los ciudadanos frente 
a los diversos mecanismos de participación.

Pérez	 (2017)	 analiza	 los	 procesos	 de	 paz	 que	 ha	 vivido	
América Latina en diferentes épocas. Se contemplan dos 
escenarios	de	 conflicto,	que	por	 tener	 esta	 característica,	
demuestran el papel que ha tenido la democracia en cada 
uno	de	ellos.	Por	un	lado,	habla	de	cómo	se	buscó	el	fin	del	
conflicto	en	sociedades	donde	el	contexto	era	 la	elimina-
ción de dictaduras militares, casos como Uruguay, Chile y 
Argentina y, por otro lado, aquellos procesos de paz deri-
vados	de	conflictos	que	se	presentaron	por	guerras	civiles;	
tales son Guatemala, Nicaragua y El Salvador.
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El	análisis	arrojó	que	en	aquellos	países	donde	el	conflicto	
se desprendía de enfrentamientos por dictaduras milita-
res, los escenarios democráticos se vieron perjudicados en 
su totalidad, lo que condujo a una anulación de los dere-
chos más básicos de la humanidad. Por otro lado, se expone 
cómo Colombia es un caso particular, ya que, a pesar de 
haber	vivido	el	conflicto	durante	varios	años,	 las	 institu-
ciones democráticas no se vieron fuertemente afectadas y 
lograron mantenerse a lo largo de este período.

La	finalización	 del	 conflicto	 en	El	 Salvador	 sufrió	varios	
tropiezos. Uno de ellos fue la aprobación de la amnistía 
total por parte del Congreso, consentimiento que surgió 
después	de	que	la	Comisión	de	la	Verdad	de	la	ONU	revela-
ra	que	más	del	83 %	de	los	crímenes	cometidos	en	el	marco	
del	 conflicto	 fueron	responsabilidad	del	Estado,	del	ejér-
cito y de los organismos de seguridad. Adicionalmente, la 
amnistía no cobijaba a guerrilleros que hubieran asesina-
do ciudadanos estadounidenses, situación que no fue bien 
recibida por parte de los ciudadanos.

Es debido a este tipo de irregularidades cometidas durante 
el proceso de paz de El Salvador, que se dio la necesidad 
de crear una propuesta democratizadora, en la cual se es-
tablecieran mecanismos de participación democrática que 
dieran paso a la ejecución de políticas igualitarias.

Otra	 dificultad	 que	 tuvo	 que	 afrontar	 El	 Salvador	 en	 el	
posconflicto,	 fue	 la	 fuerte	 brecha	 que	 existía	 entre	 las	
clases sociales y que evidenciaba el aumento de los índices 
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de pobreza que sufrían los salvadoreños. Esto era una 
muestra latente de que la participación política y ciudada-
na no estaba generando estrategias efectivas para la dismi-
nución	de	estas	dificultades.	

Por lo tanto, se conconcluye que “la exclusión económica y 
social	se	asocia	con	la	exclusión	política”	(Pérez,	citando	al	
Banco	Mundial,	Informe	de	Desarrollo	Humano,	p.	5).	Para	
contrarrestar ese fenómeno es necesario que la democra-
cia vaya más allá de lo político y sea mucho más social.

LO	PÚBLICO	Y	LO	POLÍTICO	EN	UN	ESTADO	
SOCIAL	DE	DERECHO

La Constitución de 1991 estableció algunas herramientas 
que permitieron revaluar el concepto de democracia parti-
cipativa, y por ende el papel del ciudadano. Esto ha servido 
de marco para recrear el concepto de participación, la cual 
puede	ser	definida	actualmente	como	una	forma	de	inter-
vención social que les permite a los individuos reconocerse 
como actores de un Estado Social de Derecho, con la irre-
nunciable tarea de abrir caminos para facilitar el ejercicio 
pleno de su ciudadanía en la construcción de lo público. 

Es así como la participación puede asumir un papel de-
terminante en la orientación de las políticas públicas y en 
la transformación de las relaciones entre la ciudadanía y 
el gobierno local y nacional. Esa posibilidad depende, sin 
embargo, de por los menos dos condiciones: de una parte, 
una	decidida	voluntad	de	los	gobiernos	(nacional,	regiona-
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les,	municipales)	de	crear	 las	oportunidades	para	el	ejer-
cicio de la participación. De otra, la existencia de ciudada-
nos y ciudadanas, de organizaciones sociales y de agentes 
participativos que hagan uso de esas oportunidades y las 
traduzcan en acciones encaminadas a democratizar la ad-
ministración pública en pro de los más altos estándares del 
desarrollo humano, social y económico en nuestras regio-
nes, y por ende del país. 

Cotidianamente se hace uso del término –lo público– ha-
ciendo referencia al espacio público, a la opinión pública, 
el poder público, el orden público, los servicios públicos, 
los espectáculos públicos, las organizaciones públicas, etc. 
Sin embargo, en el proceso de formación, poco o nada se 
dice respecto de lo público y cuando se hace referencia a 
ello se le asume más bien como un postulado desde el cual 
se parte, sin entrar a problematizar las relaciones. 

Hoy se hace necesario por lo tanto, entender el problema 
de lo público, en la medida en que en el conjunto de socie-
dades, se dan una serie de fenómenos entre los cuales se 
cuentan procesos de surgimiento de nuevos actores socia-
les y políticos; consolidación de tendencias económicas 
que	redefinen	la	acción	y	la	cultura	política;	nueva	confi-
guración de los ordenamientos político-jurídicos de las 
naciones y sus implicaciones para la organización de las 
sociedades; nuevas problemáticas de etnias, género, ge-
neración, medioambiente, localización y autonomía; otras 
formas de ejercicio y movilidad de lo político expresadas 
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y vinculadas por incremento de movimientos sociales, la 
ciencia y la tecnología, los medios de comunicación, las 
redes informáticas, las organizaciones transnacionales, 
entre otros. 

Mientras en sociedades europeas la problematización de lo 
público ya cuenta con un acervo de conocimientos y tradi-
ciones,	en	Latinoamérica	las	tendencias	de	reflexión	sobre	
la ciudadanía, la multiculturalidad y los procesos de glo-
balización,	 solo	 empezaron	 a	 tomar	 fuerza	desde	finales	
de los años ochenta. En Colombia se atisba una aproxima-
ción en trabajos sobre movimientos sociales, cultura po-
lítica, espacio y cultura urbana, procesos de participación 
y nuevo ordenamiento institucional y jurídico, medios 
masivos de comunicación y poder social, globalización y 
refuncionalización de los campos de acción del Estado co-
lombiano; ámbitos que ya cuentan con unos desarrollos 
disciplinarios que permiten garantizar que haya material y 
personas que puedan ocuparse de su análisis y tratamiento 
especializado. 

SUJETOS	DE	LA	POLÍTICA	

En este marco de planteamientos, el sujeto de la política 
es aquel individuo capaz de actuar sobre sí, con los otros 
y lo otro. Este sujeto de la política se construye en relación 
con otros en un contexto histórico particular sobre el cual 
tiene conciencia y actúa en pro de su transformación. Por 
tanto los sujetos de la política son aquellos individuos que 
asumen la ampliación y cuidado de la vida como un asunto 
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colectivo y por tanto, reconocen y participan de la creación 
de marcos de sentido y actuación compartidos. Sujetos po-
líticos que reconocen las tensiones y contradicciones de la 
historicidad	y	 la	propia	biografía,	que	procuran	acciones	
que les permitan ampliar el ángulo de mirada desde el que 
cada uno/a se ubica en el mundo y a los otros y lo otro en él. 

Pero más que un sujeto político, lo que necesitamos es de 
la	configuración	de	ciudadanos	críticos	cuya	subjetividad	
política sea el resultado de un proceso constitutivo y de 
expresión de sentidos y acciones que construye cada indi-
viduo sobre su ser y su estar en el mundo, a partir de las 
interacciones con otros y otras, en contextos socio-históri-
cos	particulares	(Alvarado,	Ospina,	Botero	y	Muñoz,	2008;	
Berger	y	Luckmann,	2003),	en	la	construcción	intersubje-
tiva de la pluralidad humana, expresada en las múltiples 
formas	 de	 ser,	 significar,	 comprender,	 hacer,	 aparecer	 y	
enunciar el mundo; como construcción humana del ser 
con otros en el mundo. 

Dice	 Foucault	 (2005)	 que	 la	 educación	 debería	 ser	 for-
mación para la capacidad de decidir, de los sujetos para 
conocer y pensar críticamente, para nombrar y lenguajear 
el mundo, para expresar sus emociones y sentimientos, 
para involucrarse en el destino de los otros, para actuar 
con otros, por otros o para otros, para romper los muros 
de la vida privada y encontrar sentido en la construcción 
política de los escenarios públicos en los que pueda jugar la 
pluralidad como acción y como narrativa, de lo que nos di-
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ferencia y de lo que nos permite reconocernos como parte 
de una sociedad democrática. 

Una cultura política en que las nuevas generaciones tengan 
autonomía y conciencia histórica, con capacidad para plan-
tearse utopías en el espacio de lo público como escenario de 
realización de lo político y la negociación del poder. Es así 
que la subjetividad política anuncia un doble movimiento 
del sujeto, mientras se autoproduce, produce también la 
historia que comparte con otros. En este sentido, la sub-
jetividad política hace alusión a la producción y transfor-
mación permanente del sujeto diferenciado y del sujeto 
situado, esto es, del sujeto político. 

En diferentes lugares de interpretación de la relación ética 
y	moral	(Rubio	Carrecedo,	2000;	Bárcena	y	Mélich,	2003),	
está la idea de que a toda deliberación moral le subyace un 
sentido profundo de sujeto, sociedad y principio que, no 
solo	configura	la	conciencia	moral	de	los	 individuos	per-
tenecientes a una sociedad, sino que promueve una serie 
de principios a partir de los cuales orientar la convivencia, 
la organización de país y los procesos de formación ética. 
Se trata de unas ideas regulativas de la búsqueda de la fe-
licidad	y	 la	vida	buena	Aristóteles	 (trad.	 en	 1988),	del	 ser	
dignos	de	felicidad	(Kant,	1961),	de	participar	en	los	proce-
sos deliberativos de construcción de los acuerdos norma-
tivos	(Habermas,	2003),	de	asumir	una	noción	de	justicia	
y	equidad	 (Rawls,	 1997),	de	 reconocer	 la	esencia	humana	
de la diversidad cultural e incluirla como parte importante 
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de	la	construcción	de	una	sociedad	democrática	(Honneth,	
2003,	2006).

Estas	 orientaciones	 normativas	 configuran	 variadas	
fuentes de sentido que se requieren para formalizar un 
proceso de educación ética-moral. Se trata de aspectos his-
tóricos	 (contexto	 religioso,	 identitario	y	 simbólico	 de	 las	
comunidades),	aspectos	consustanciales	a	la	vida	humana	
(lo	genético,	el	carácter,	las	estructuras	del	yo,	las	estruc-
turas	mentales,	las	motivaciones,	las	pasiones)	y	aspectos	
relacionados	con	la	comunidad	de	referencia	(los	valores,	
principios y normas sociales, los mecanismos de apropia-
ción de los marcos valorativos, las estrategias de control y 
mantenimiento	del	orden	social).	

El	abordaje	del	desarrollo	moral	significa	tener	en	cuenta	
la realización de diversos factores que lo estructuran, pues 
en	él	no	solo	convergen	elementos	de	orden	filosófico,	que	
aportan	argumentos	a	 la	reflexión,	a	 la	disertación	y	a	 la	
justificación	moral,	 sino	elementos	de	orden	sociológico,	
que aportan al proceso de socialización y construcción de 
identidad, bajo los presupuestos del reconocimiento y la 
convivencia, y elementos de orden psicológico, que favore-
cen	la	reflexión	sobre	cómo	se	estructura	un	juicio	moral,	y	
cómo, a partir de esa estructuración, un sujeto avanza en la 
comprensión del mundo. Esta comprensión del mundo se 
lee	en	la	justicia	y	en	la	reciprocidad	y	se	manifiesta	en	acti-
tudes y comportamientos morales, que tienen en cuenta al 
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otro como un legítimo diferente con el cual poder construir 
un mundo más humano. 

En cuanto a nosotros, como integrantes de la comunidad 
académica unimetense tenemos el deber político y ético de 
desarrollar una mirada sociohistórica sobre las relaciones 
entre	educación	y	cultura	política	con	el	objeto	de	identifi-
car cómo nuestros discursos y las prácticas pedagógicas in-
terpelan y aportan a la constitución de una cultura política 
y a la formación de identidades y de actores políticos, con el 
fin	de	contribuir	desde	nuestro	rol	como	docentes	y	como	
investigadores a la constitución de un sentido de lo público 
y a la incorporación de herramientas sociales para su de-
sarrollo en nuestros estudiantes. De tal forma que, antes 
que inmigrar y abandonar a su suerte un país que solemos 
caracterizar simplemente como violento y corrupto como 
parte de una mirada reducida de lo que realmente somos 
como sociedad y como nación, que nosotros como comuni-
dad académica logremos estar en capacidad de asumirnos 
como	 integrantes	de	una	 sociedad	 cuyo	desafío	histórico	
nos interpela a todos en relación con la región y con el país. 

GENEALOGÍA	DEL	CONCEPTO	PARTICIPACIÓN	
CIUDADANA

La participación ciudadana nace del concepto de democra-
cia,	aproximadamente	desde	la	Grecia	clásica	en	el	siglo	V	
a.C., pero logró la plenitud de su expresión en Atenas. Este 
ejercicio de participación y democracia se daba cuando los 
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ciudadanos se reunían para discutir asuntos de la comuni-
dad; posteriormente esto dio lugar a la llamada Democracia 
sin Estado	en	donde	el	ciudadano	“representaba	una	figura	
total cuya identidad no admitía distinción entre lo público 
y	 lo	privado”	 (Godoy,	2008,	p.	3).	Aquellos	ciudadanos	se	
reunían para discutir temas de políticas y la creación o mo-
dificación	de	leyes.

Después en Roma nace el concepto res pública, que intro-
duce la idea de gobierno mixto, cuya función principal era 
representar los intereses de la comunidad. Es en esta etapa 
de la historia en la que la democracia y la participación 
fueron protagonistas de los gobiernos, pero al llegar a la 
Edad Media, la democracia fue dejando aquel protagonis-
mo, pues ya los llamados a reunirse para tomar decisiones 
eran la nobleza, el clero y la burguesía.

A	finales	de	la	Edad	Media	e	inicios	del	Renacimiento,	se	
dio una transformación en el modo de ver la participación 
política	hacia	un	carácter	más	reflexivo,	e	incluso	se	incre-
mentó el interés de la ciudadanía por participar activa-
mente; sin embargo, el hecho puso en duda si se contaba 
con instituciones políticas o del Estado que tuvieran la ca-
pacidad de dar forma a esa demanda de la comunidad.

De esta nueva realidad, escritores de la época como Mon-
tesquieu, Hamilton, Madison, Tocqueville, entre otros, 
cuestionaron la capacidad que tenían las instituciones 
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del momento para canalizar y dar vida a la participación 
popular, ya que estaba dispuesta para una porción muy 
restringida de la población.

Se puede inferir con esta breve reseña cuáles fueron los an-
tecedentes de la participación ciudadana a nivel global, la 
cual estuvo sometida a las características y circunstancias 
específicas	de	cada	país.

Es también un concepto que ha evolucionado con los 
cambios de valores que han marcado la vida de las so-
ciedades. Sin embargo, a pesar de estas oscilaciones de 
la	historia	y	de	los	cambios	de	valores,	se	puede	afirmar	
que en nuestros días la legitimidad de los regímenes po-
líticos	está	definida	en	función	de	la	capacidad	de	parti-
cipación	política	de	su	ciudadanía	(Contreras,	2017,	s.p).

En Colombia, la participación ciudadana se dio como con-
secuencia de acontecimientos políticos. A partir de 1970 la 
crisis política de la época puso en evidencia que la estruc-
tura estatal no respondía a las necesidades socioculturales, 
económicas y políticas, como lo demuestran los siguien-
tes casos. En 1975, el auge de los movimientos laborales y 
cívicos.	Entre	1986	y	1990,	Virgilio	Barco	firmó	los	primeros	
acuerdos con el M-19 y el ELN, lo que dio paso a la Consti-
tución Política de 1991, que, entre otros puntos, desarrolló 
conceptos como derechos humanos, participación ciuda-
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dana y soberanía popular. En 1993, fruto de varios infor-

mes, se evidencia la necesidad de incrementar los índices 

de participación ciudadana.

En	2003	nace	la	Ley	Estatutaria	850	(Congreso	de	Colom-

bia,	2003)	de	veedurías	revisada	por	la	Corte	Constitucio-

nal mediante la Sentencia C-292 de 2003, del Magistrado 

ponente Eduardo Montealegre Lynett; en ella se garanti-

zan los espacios de la participación ciudadana y de los de-

rechos políticos como un mecanismo de control ciudadano.

Llega	entonces	la	Ley	Estatutaria	1757	de	(Congreso	de	Co-

lombia,	2015),	que	representa	un	mejoramiento	del	marco	

legal para la promoción, el ejercicio y la protección del 

derecho que tienen los colombianos a participar en asuntos 

públicos. La participación ciudadana, por tanto, es la opor-

tunidad que tiene la ciudadanía de hacer parte de la toma 

de decisiones y la ejecución de los asuntos públicos en las 

diferentes fases; es así como los individuos intervienen 

en representación de sus intereses, por medio de grupos o 

colectividades.

PARTICIPACIÓN	Y	SUBJETIVIDAD	POLÍTICA	

La	 política	 se	 configura	 entonces,	 como	 un	 ámbito	 del	
mundo en el que los hombres son primordialmente activos 
y le otorgan a los asuntos humanos una durabilidad que de 
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otra	forma	no	sería	posible	(Kohn,	2001).	En	este	sentido,	
la política trata fundamentalmente del estar juntos los 
unos	con	los	otros,	con	los	diversos	(Arendt,	1998;	Arendt,	
2001a),	por	ello,	la	política	es	actividad	en	la	esfera	pública	
en tanto que permite a cada individuo, mediante sus dis-
cursos y acciones, presentarse ante los otros como un 
sujeto con identidad propia, que debe ser reconocido por 
ellos.	Vista	así,	la	política	es	un	espacio	para	la	libertad,	no	
un	espacio	de	prescripción	de	principios,	ni	de	configura-
ción de una estructura vertical de poder como el caso de los 
totalitarismos	(Arendt,	1997,	2001a,	2001b;	Kohn,	2001).	

En este orden de ideas, la política es “una construcción 
entre los hombres, porque el hombre por sí solo es apolí-
tico,	no	hay	en	él	una	esencia	política”	(Arendt,	2001a).	Por	
tanto, la política se establece como relación en la que una 
pluralidad de hombres y mujeres discuten y actúan sobre 
los asuntos públicos de interés; por consiguiente, la acción 
política queda condicionada por las múltiples y diversas 
voluntades	 que,	 por	momentos	 dificultan	 el	 logro	 de	 los	
objetivos comunes, y en otros, la facilitan; desde este ho-
rizonte, la política no es una relación entre dominadores y 
dominados. 

Por lo tanto, 

ser	libre	en	un	mundo	plural	significa	ser	capaz	de	co-
menzar algo nuevo, de actuar, porque cuando un hombre 
y una mujer actúan son libres. La acción, dice Arendt, se 
revela	como	libertad	y	permite	que	los	sujetos	configu-
ren	la	vida	en	sociedad.	(Arendt,	1998,	pp.	21,22,74)	
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En	 este	 escenario,	 los	 imaginarios	 sociales	 se	 configuran	
como el fundamento y expresión de la creación de la socie-
dad que surge entre lo singular y lo social, la psique y lo ins-
tituido. El acontecimiento se introduce cuando aparece el 
sentido, no hay acontecimiento sin mundo común, es inse-
parable de la imprevisibilidad y de la fragilidad de la acción 
y de las palabras que vinculan a los individuos entre sí. 

En palabras de Arendt, 

solo hay acontecimiento cuando se introduce sentido o, 
lo que es lo mismo, no hay acontecimiento sin mundo 
común; es decir, el acontecimiento es inseparable de 
la imprevisibilidad y de la fragilidad de la acción y de 
las	palabras	que	vinculan	a	los	individuos	entre	sí.	(…)	
Acontecimiento es lo que sobreviene o adviene en el 
tiempo	humano.	(Arendt,	1997,	p.	32)	

Los sujetos de esta política son considerados aquellos in-
dividuos	que	se	 identifican	con	otros,	que	se	“sabe	histó-
ricamente”, que se piensan con otros y pueden sentir con 
otros. Estos sujetos generan acciones tendientes a romper 
los muros de la individualización y la privatización de los 
derechos. Esto implica que los sujetos de la política son 
aquellos individuos que se hacen cargo de la vida y respon-
den por su ampliación. Y para ello el sujeto de la política 
requiere desarrollar conciencia, afectos y relaciones que le 
permitan reconocer los límites de su corporalidad.
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El Sistema Universal de los Derechos Humanos establece 
el acceso a la justicia como garantía de los derechos socia-
les. Se trata de garantizar la tutela judicial efectiva de los 
Derechos	Económicos,	Sociales	y	Culturales	(DESC)	de	las	
personas dentro de los sistemas de justicia de los Estados. 
Hoy en día, los derechos sociales son considerados verda-
deros derechos humanos subjetivos a nivel internacional 
y derechos fundamentales en diversas constituciones na-
cionales.	Arango	(2005)	en	su	revisión	sobre	la	disputa	que	
estos derechos han tenido a nivel nacional e internacional 
en	las	postrimerías	del	siglo	XX,	afirma:

[…]	 Numerosas	 constituciones	 latinoamericanas	 y	 de	
Europa del Este luego de la caída de los regímenes mi-
litares y de la disolución de la Unión Soviética, otorgan 
a los derechos sociales un estatus jurídico equivalente a 
los derechos de libertad. Sucesivas formas constitucio-
nales	en	Latinoamérica	–Brasil	(1988),	Colombia	(1991),	
Perú	(1993),	Argentina	(1994),	Venezuela	(1999),	Ecuador	
(2008),	Bolivia	(2009)–	y	en	Europa	Oriental	reconocen	
implícitamente derechos sociales fundamentales. Por 
su	parte,	la	Declaración	y	Programa	de	Acción	de	Viena	
(1993)	 exhorta	 por	 una	 interpretación	de	 los	 derechos	
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humanos según los principios de universalidad, indi-
visibilidad	e	interdependencia.	(Arango,	2005,	p.	1682)

En este sentido, la concretización de los derechos socia-

les puede interpretarse como una garantía de socieda-

des	más	justas	y	equitativas,	dado	que	su	fin	axiológico	

está encaminado a minimizar la brecha de la desigual-

dad material. John Rawls, en su Teoría de la Justicia, deja 

entrever que: 

La forma de abordar las desigualdades sociales con el 

objetivo de lograr la igualdad material, es la aplicación 

de la discriminación positiva, esto es: estableciendo 

otras desigualdades que equilibren la desprotección de 

los sujetos. Esta discriminación positiva se orientaría a 

atender los derechos sociales de quienes no tienen los 

medios económicos para hacerlo por su propia cuenta. 

(Rawls,	1997)

Sobre esta base, los derechos económicos, sociales y cul-

turales dejan de ser postulados normativos y se convier-

ten en estándares que miden la justicia social. Ahora bien, 

esto no quiere decir que los derechos sean absolutos en el 

sentido en el que deban triunfar invariablemente frente a 

cualquier coyuntura o contexto. Sin embargo, cuando se 

está frente a derechos a cargo del Estado, el peso que tales 
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prerrogativas asumen, cara a cara con otros objetivos polí-

ticos, es especialmente imperativa.

El reconocimiento de los derechos sociales, humanos y 

fundamentales, ha sido una lenta pero segura conquista en 

la dialéctica histórica del siglo pasado, paralelamente con 

el discurso y la práctica de los derechos en general.

PARTICIPACIÓN	CIUDADANA:	UN	ESCENARIO	
PARA	LA	CONSTRUCCIÓN	DE	LA	PAZ	EN	
COLOMBIA	

En	las	negociaciones	del	Gobierno	con	las	FARC-EP,	el	ob-
jetivo	era	terminarlas	con	el	producto	final	de	un	acuerdo,	
que duró cuatro años y que fue sometido a la voluntad de 
los ciudadanos mediante la votación de un plebiscito; no 
obstante, el pueblo colombiano dijo NO, mayoritariamen-
te al acuerdo1. Posteriormente, fue expuesto a unas modi-
ficaciones	que	se	construyeron	en	una	nueva	mesa	de	diá-
logos que involucraba al Gobierno y a quienes encabeza-
ron la campaña del NO al plebiscito. El resultado de estas 
mesas	de	diálogo	fue	el	consentimiento	de	un	acuerdo	final	

1	 Se	hace	referencia	al	Acuerdo	final	para	la	terminación	del	con-
flicto	y	la	construcción	de	una	paz	estable	y	duradera	firmado	el	24	
de septiembre de 2016, donde se sometía a votación seis puntos: 1. 
Hacia un nuevo campo colombiano: reforma rural integral 2. Par-
ticipación política: apertura democrática para construir la paz 3. 
Fin	del	conflicto	4.	Solución	al	problema	de	las	drogas	ilícitas	5.	
Acuerdo	sobre	las	víctimas	del	conflicto	6.	Implementación,	veri-
ficación	y	refrendación,	más	el	proyecto	de	Ley	de	amnistía.	
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el 24 de noviembre de 2016, lo que dio inicio a la etapa del 
posacuerdo en Colombia2. 

Para	 que	 el	 posconflicto	no	 se	 quede	 solo	 en	 el	 papel,	 es	
necesaria	 una	 modificación	 social,	 política	 y	 cultural;	
asimismo, es fundamental incluir una pedagogía de 
tolerancia y aceptación a la controversia. Solo hasta ese 
momento los colombianos podremos hablar de vivir 
en	 el	 posconflicto.	 También	 es	 importante	 que	 el	 país	
conozca en gran parte, las dimensiones de su historia, y 
más importante aún, desarrollar estrategias que eviten la 
repetición	de	 escenarios	de	 conflictividad	que	nos	 lleven	
nuevamente a la violencia. 

Es	 aquí	 donde	 la	 Ley	 Estatutaria	 1757	 de	 2015	 (Congreso	
de	 Colombia,	 2015)	 de	 participación	 ciudadana,	 entra	 a	
ejercer un papel protagónico en el escenario del posacuer-
do en Colombia. La Ley se creó como una necesidad de 
vincular a todos los mecanismos de participación de una 
manera	más	flexible;	de	tal	forma	que	la	ciudadanía	y	las	
diferentes organizaciones sociales, entre ellas las víctimas, 
pudieran acceder, opinar, sugerir y tomar decisiones frente 
a los procesos gubernamentales de los municipios, distri-
tos, departamentos y localidades. La Ley viene con inno-
vaciones en cuanto a la aplicación de la institucionalidad 

2 Lo que en el presente texto se entiende por posacuerdo, es la 
etapa	seguida	de	la	creación,	modificación	y	posterior	firma	del	
Acuerdo	final	para	la	terminación	del	conflicto	y	la	construcción	
de una paz estable y duradera; escenario en el que se desarrolló el 
presente estudio. 
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para el manejo de las políticas públicas de participación y 
amplía el concepto de participación, como un derecho de 
los colombianos. 

En	el	 acuerdo	final	firmado	el	 24	de	noviembre	de	2016,	
en el punto dos, llamado Participación Política: apertu-
ra democrática para construir la paz, se da la entrada a la 
normatividad	relacionada	con	la	participación.	Específica-
mente,	el	acuerdo	de	paz	en	el	numeral	2.2.6	se	refiere	a	la	
política para el fortalecimiento de la planeación democrá-
tica y participativa: “La promoción de buenas prácticas de 
planeación participativa es clave para la profundización de 
la	democracia	en	Colombia”	 (Presidencia	de	 la	República	
y	Estado	Mayor	Central	de	las	FARC-EP,	2016,	p.	48).	Si	se	
tiene en cuenta que ese ejercicio se daría en cada territorio, 
es indispensable que los entes territoriales gesten las es-
trategias que lleven a cabo todo el acuerdo. 

Para entender la problemática que se pretende analizar, 
es importante hablar de un elemento que ha llevado a Co-
lombia	a	modificar	y	 crear	 leyes	en	el	marco	del	 conflic-
to y su vivencia en el país durante más de 5 décadas. Este 
elemento está asociado a diversas problemáticas sociales, 
culturales	y	políticas.	Un	 conflicto	que	ha	 afectado	 al	 te-
rritorio colombiano, no con la misma intensidad en todas 
sus	regiones,	pero	en	general	este	flagelo	lo	ha	padecido	el	
país	entero;	un	conflicto	que	se	generó	por	 las	diferentes	
visiones políticas y sociales de sus actores y la casi inexis-
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tente presencia de escenarios en donde ambos actores de la 
guerra pudieran conciliar sus ideales y objetivos.

Lo que muestra la historia del país es cómo estos actores 
escogieron caminos opuestos para luchar por sus ideales, 
creencias	y	objetivos.	Algunos	prefirieron	las	armas	y	otros	
respondieron con violencia, generando más violencia. El 
número	 de	víctimas	 a	 causa	 de	 este	 conflicto	 ha	 sido	 de	
parte y parte. Por un lado, la guerrilla ha tratado de argu-
mentar el accionar bélico como defensa de sus ideales, que 
dieron inicio a este período de la historia en Colombia. 

Después de varios intentos por establecer unas mesas de 
negociación	para	dar	fin	al	conflicto	armado,	solo	hasta	el	
2012 se presentó una clara oportunidad de instaurar es-
cenarios de conciliación. Los actores protagónicos de la 
guerra tuvieron la oportunidad de negociar una dejación 
de armas y una inclusión en el ejercicio político. Fue enton-
ces que, a partir de esta fecha, se dio paso a las negociacio-
nes y a la creación de un acuerdo de paz.

El	objetivo	era	finalizar	las	negociaciones	y	con	el	producto	
final	de	un	acuerdo	construido,	que	duró	cuatro	años,	que	
fue sometido a la voluntad de los ciudadanos mediante la 
votación de un plebiscito; esta fue una iniciativa del pre-
sidente. No obstante, el pueblo colombiano dijo NO mayo-
ritariamente al acuerdo. Posteriormente, fueron expuestas 
unas	 modificaciones	 que	 se	 construyeron	 en	 una	 nueva	
mesa de diálogos que involucraba al Gobierno y a quienes 
encabezaron la campaña del NO al plebiscito. El resulta-
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do de estas mesas de diálogo fue el consentimiento de un 

acuerdo	final	el	24	de	noviembre	de	2016,	lo	que	dio	inicio	

a la etapa del posacuerdo en Colombia.

Como se pudo demostrar en los antecedentes de los diver-

sos procesos de paz y dejación de armas en Latinoamérica, 

la participación de las diferentes organizaciones sociales y 

los escenarios de democracia y de política tomaron mucha 

fuerza. 

REFERENTE	NORMATIVO	Y	JURISPRUDENCIAL

Decreto 1306 de 1980: estableció que la población de las 

ciudades podría participar en la formulación de los planes 

integrales de desarrollo urbano.

Ley	 11	 de	 1986	 (Ley	 de	 Régimen	 Municipal):	 una	 de	 las	

piezas claves del proceso de descentralización del Estado 

colombiano	(Congreso	de	Colombia,	1986).

Constitución Política de 1991: artículo 1, título II de los de-

rechos,	las	garantías	y	los	deberes;	artículo	40,	título	IV	de	

la participación democrática y de los partidos políticos. Ar-

tículos	103	y	105	(Asamblea	Nacional	Constituyente,	1991).

Ley 134 de 1994: por la cual se dictan los mecanismos de 

participación	ciudadana	(Congreso	de	Colombia,	1994).
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Sentencia C-180 de 1994: revisión constitucional del pro-
yecto de Ley Estatutaria No. 92/1992 Senado-282/1993 
Cámara, por la cual se dictan normas sobre mecanismos 
de participación ciudadana. Magistrado ponente, Hernan-
do	Herrera	Vergara.

Ley 850 de 2003: por la cual se reglamentan las veedurías 
ciudadanas, veedurías ciudadanas municipales, departa-
mentales	y	nacionales	(Congreso	de	Colombia,	2003).

Sentencia C-292 de 2003: revisión de constitucionali-
dad del Proyecto de Ley 022 de 2001 Senado, 149 de 2001 
Cámara, por medio de la cual se reglamentan las veedurías 
ciudadanas. Magistrado ponente, Eduardo Montealegre 
Lynett.

Ley 1757 de 2015: integración de mecanismos, herramien-
tas e instancias para que la ciudadanía ejerza el derecho 
a intervenir, mecanismos de participación ciudadana 
directa, rendición de cuentas y control social y la coordi-
nación	para	la	participación	ciudadana	(Congreso	de	Co-
lombia,	2015).

Sentencia C-150 de 2015: Por medio de la cual la Corte 
Constitucional examinó el Proyecto de Ley Estatutaria 
sobre mecanismos de participación ciudadana, que modi-
fica	 las	 reglas	hasta	ahora	vigentes.	Magistrado	ponente,	
Mauricio González Cuervo. 
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LINEAMIENTOS	DE	LA	CREACIÓN	DE	LOS	
CONSEJOS	DE	PARTICIPACIÓN	CIUDADANA

Colombia ha sido un país que a lo largo de la historia ha 
desarrollado diversos métodos de participación ciuda-
dana. El Decreto 1306 de 1980 estableció que la población 
de las ciudades podría participar en la formulación de los 
planes	integrales	de	desarrollo	urbano	(Lineamientos	para	
la creación del Sistema Nacional de Participación Ciuda-
dana/ documento técnico de soporte Convenio F-052 de 
2016 suscrito entre el Ministerio del Interior y la Funda-
ción	Foro	Nacional	por	Colombia,	diciembre	de	2016).

Fue con la promulgación de aquel decreto que el país 
aumentó la oferta de mecanismos de participación ciu-
dadana y abrió los espacios para que la ciudadanía inter-
viniera activamente en procesos que solo le competían al 
Estado. Con relación a lo anterior, se dio inicio a las Juntas 
Administradoras Locales con su respectiva reglamenta-
ción; igualmente, a la participación de los usuarios en las 
juntas directivas de las empresas municipales que prestan 
servicios públicos, entre otros puentes de participación. 
Estas acciones crearon la Ley de Régimen Municipal 11 de 
1986	(Congreso	de	Colombia,	1986).

La	Constitución	Política	de	1991	llegó	con	la	definición	y	re-
glamentación de la participación ciudadana como pilar de 
la construcción de país. Para acceder a estos espacios, basta 
con ser ciudadano colombiano y que represente diferentes 
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sectores sociales, culturales y políticos. Aproximadamen-
te diez años después se aprobaron más de cincuenta leyes 
que estipulan los diferentes mecanismos de participación 
y espacios en el ámbito nacional, distrital, departamental 
y municipal. Sin embargo, a pesar de existir nuevas opor-
tunidades para una participación activa de los asuntos de 
interés colectivo, fue evidente el desinterés de la ciudada-
nía por concurrir a estos escenarios.

Así lo demostró un estudio de la Misión de Observación 
Electoral	 (2012).	 La	 ciudadanía	 prácticamente	 no	 utilizó	
los mecanismos de participación directa instituidos por 
la Ley 134 de 1994. A excepción de numerosas iniciativas 
de revocatoria del mandato de alcaldes y gobernadores, 
ninguna	 de	 las	 cuales	 prosperó	 (Misión	 de	 Observación	
Electoral,	2012).

La causa de la escasa intervención ciudadana se debe a 
varios factores: uno de ellos es el desconocimiento de las 
leyes creadas para este propósito, por lo que se hace ne-
cesario adelantar un proceso que haga más visible estas 
leyes y cuente con una pedagogía para que el ciudadano 
del común, el líder comunitario que representa el sector 
en donde vive, y todas aquellas organizaciones sociales, 
puedan utilizar la norma como una herramienta efectiva 
para acceder al Estado e intervenir en sus políticas. Adicio-
nalmente, es necesario que cada sector de la población esté 
debidamente organizado y tenga su representación. Así, 
cada una de las organizaciones sociales existentes pueden, 
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mediante las facultades legales que el Gobierno brinda, re-
clamar y hacer valer sus derechos.

Cuando los sectores sociales comprendieron la necesidad 
de	agremiarse	y	agruparse	para	acceder	de	manera	eficaz	
a la participación ciudadana, comenzaron a nacer grupos 
de veedurías y comités que representaban los intereses de 
la comunidad. No obstante, el trabajo entre las institucio-
nes, la administración y las organizaciones sociales no era 
articulado, lo que provocó un fenómeno individualista, ya 
que solo se representaban intereses de carácter personal 
que	beneficiaban	a	unos	cuantos	y	no	a	 la	 totalidad	de	 la	
comunidad.

Adicionalmente, se dio un interés clientelista en este 
proceso, así que fue necesario articular todos los esfuerzos 
para facilitarle a los ciudadanos, no solo la interpretación 
y la aplicación de la norma, sino también la conforma-
ción de organizaciones sociales en las cuales se diera una 
representatividad de manera equitativa e igualitaria. Una 
vez conformadas, se reglamentaron espacios en los cuales 
hubiera voz y voto para exigir el cumplimiento de sus de-
rechos, para intervenir en la gestión pública de las respec-
tivas regiones, formular políticas y hacer control social, 
entre otros.

Con relación a lo anterior se dio la creación de políticas pú-
blicas en las que:

El sistema tendría a la cabeza un Consejo de Participación 
Nacional, y los Consejos de Participación municipales y 
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departamentales, deberían organizar un encuentro anual 

de participación ciudadana, en el que se discutirían los 

grandes temas del país o de las regiones y municipios, y se 

delinearan contenidos de política pública hacia el futuro. 

(Velásquez	y	González,	2015,	p.	56)

Al preguntarnos ¿Por qué es importante en Colombia un 

Consejo Nacional de Participación Ciudadana?, podemos 

decir que el país actualmente cuenta con aproximada-

mente 123 instancias de participación ciudadana que se 

desarrollan en lo nacional, distrital, departamental y mu-

nicipal,	respectivamente	(cifras	aportadas	por	el	Foro	Na-

cional	por	Colombia	en	noviembre	de	2016).	Tal	 como	se	

mencionó anteriormente, la falta de participación genera 

una fragmentación entre las instancias, las organizaciones 

sociales, las instituciones y la administración.

Una vez avanzaron los diálogos de paz en La Habana a 

comienzos de 2013, se dio un incremento de la participa-

ción ciudadana en diferentes escenarios como fueron: las 

protestas	 pacíficas,	 manifestaciones,	 movilizaciones	 por	

la paz y diferentes acciones sociales. La comunidad inter-

venía en la realidad del país y era evidente la inconformi-

dad	y	conflictividad	que	se	estaba	gestando	en	el	territorio;	

ejemplo de estas manifestaciones fueron el paro agrario y 

el paro de transportadores de 2016. 
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En estos casos hubiera sido fundamental la creación de 
mesas de diálogo donde los representantes hubieran dado 
a conocer las peticiones y trabajado articuladamente con el 
Gobierno Nacional; sin embargo, no existieron las mesas. 
Estos ejemplos demuestran porqué es fundamental la 
creación en Colombia de este tipo de escenarios.

Requisitos	y	objetivos	de	la	creación	de	los	consejos	de	
participación	ciudadana,	artículo	79

Los	miembros	 de	 estos	 consejos	 son:	 a)	 El	Ministro	 del	
Interior, quien lo presidirá y convocará, o su delegado; 
b)	El	Director	del	Departamento	Nacional	de	Planeación	
o	su	delegado,	quien	ejercerá	como	secretaría	técnica;	c)	
Un gobernador elegido por la Federación de Departamen-
tos;	d)	Un	alcalde	elegido	por	 la	Federación	Colombiana	
de	Municipios;	 e)	 Un	 representante	 de	 las	 asociaciones	
de	 víctimas;	 f)	 Un	 representante	 del	 Consejo	 Nacional	
de Planeación o las asociaciones de consejos territoriales 
de	planeación;	g)	Un	representante	de	 la	Confederación	
Comunal;	h)	Un	 representante	de	 la	Asociación	Colom-
biana	de	Universidades	ASCUN;	i)	Un	representante	de	la	
Confederación Colombiana de las ONG o de otras fede-
raciones	de	ONG;	j)	Un	representante	de	las	federaciones	
o	asociaciones	de	veedurías	ciudadanas;	k)	Un	represen-
tante	de	los	gremios	económicos;	l)	Un	representante	de	
los	 sindicatos;	m)	 Un	 representante	 de	 las	 asociaciones	
campesinas;	n)	Un	representante	de	los	grupos	étnicos;	o)	
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Una representante de las asociaciones de las organizacio-
nes	de	mujeres;	p)	Un	representante	del	consejo	nacional	
de	juventud;	q)	Un	representante	de	los	estudiantes	uni-
versitarios;	r)	Un	representante	de	las	organizaciones	de	
discapacitados;	s)	Un	representante	de	 las	 Juntas	Admi-
nistradoras Locales.

La	conformación	de	los	consejos	de	participación	
ciudadana	en	departamentos,	distritos	y	municipios,	
artículos	81,	82

Se crearán estos consejos en los municipios de categoría 
especial, de primera o segunda; los cuales se encargarán, 
junto	 con	 las	 autoridades	 competentes,	 de	 la	 definición,	
promoción, diseño, seguimiento y evaluación de la política 
pública de participación ciudadana en sus territorios, así 
como con la articulación con el Consejo Nacional de Par-
ticipación. En la composición estarán miembros perma-
nentes, quienes ejercerán funciones equivalentes a las de 
los miembros señalados para el Consejo Nacional de Parti-
cipación en lo departamental, distrital y municipal. Dicha 
composición seguirá las mismas reglas que han sido esta-
blecidas para el CNP.

Artículo 83: El Ministerio del Interior o las Secretarías 
que se designen en las entidades territoriales para tal 
fin,	pondrán	en	funcionamiento	los	respectivos	conse-
jos de participación dentro de los seis meses siguientes 
a	la	entrada	en	vigencia	de	la	ley	(Congreso	de	Colom-
bia,	2015).
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La promoción de la participación ciudadana en las admi-
nistraciones departamentales, municipales y distritales, 
artículos 86 y 88: en todos los distritos y municipios de ca-
tegoría especial, de primera o segunda, habrá un sistema 
de participación ciudadana integrada por los espacios mu-
nicipales o distritales de deliberación y concertación. Adi-
cionalmente, la promoción del derecho a la participación 
ciudadana	 en	 las	 unidades	 territoriales	 (departamentos,	
distritos	y	municipios)	dependerá	de	las	Secretarías	que	se	
designen	para	tal	fin.

Desde este marco normativo, para establecer los aspectos 
relacionados con la participación ciudadana en el 
posacuerdo, es necesario hacer un breve análisis del punto 
número	 dos	 del	 acuerdo	 final	 denominado	 Participación 
política: apertura democrática para construir la paz. Este 
punto toma como eje central la construcción de paz, la 
democracia participativa y sus espacios.

En el marco de la construcción del acuerdo de paz, tanto 
el	 Gobierno	Nacional	 como	 las	 FARC-EP,	 concertaron	 la	
importancia de proteger, desarrollar e impulsar la parti-
cipación ciudadana de manera tal que esta herramienta 
permita a la ciudadanía involucrarse activamente en la de-
liberación de los diferentes temas nacionales. En la misma 
medida fomentar la creación y consolidación de diferentes 
organizaciones sociales, vitales para que exista la repre-
sentatividad de los diferentes sectores del país. Una vez 
estos dos primeros pasos sean ejecutados, es necesario que 
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el Gobierno Nacional garantice los espacios en los cuales 
la ciudadanía, en cabeza de las organizaciones sociales, 
pueda participar en la construcción de país.

Como se ha demostrado a lo largo de este capítulo, en los 
diferentes	procesos	de	posconflicto	que	 se	han	vivido	 en	
América Latina, el papel que juega la democracia partici-
pativa es fundamental y decisiva para el desarrollo positi-
vo y efectivo de los procesos de paz. Es desde allí donde se 
pueden forjar los pilares para una sociedad más equitativa 
e igualitaria, con una participación activa y protagonista 
de los procesos políticos y gubernamentales. Surge así el 
siguiente interrogante ¿Cómo se construye la paz en un 
país	que	lleva	más	de	50	años	en	conflicto	armado?	Si	bien	
la	conflictividad	es	connatural	al	desarrollo	sociocultural	
de la humanidad es desde las movilizaciones de acción 
política que se ha logrado incluir en la agenda pública, las 
problemáticas que aquejan a una comunidad. Pero es ne-
cesario que a ese diálogo se le brinden herramientas, me-
canismos y espacios para que se convierta en propuestas 
que	den	solución	a	dichos	conflictos.	Por	lo	tanto,	la	cons-
trucción de paz requiere que la sociedad, que es el pilar del 
Estado, participe sin distingo de su condición política, cul-
tural,	económica,	racial,	sexual,	física,	cognitiva,	etcétera.

Dentro del punto número dos del acuerdo son referentes al 
tema de este capítulo los siguientes numerales: 2.2.3:
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Participación ciudadana a través de medios de comuni-
cación comunitarios, institucionales y regionales; por 
medio de los cuales, deben promoverse valores cívicos 
y comunitarios, hacer énfasis en la multiplicidad de 
culturas, pensamientos, religiones. En pocas palabras, 
crear conciencia de las diferentes organizaciones socia-
les que deben representar los sectores del país. 

2.2.5: Control y veeduría ciudadana: es fundamental 
que como parte de esa participación activa de la ciu-
dadanía en los procesos que lleva a cabo el Gobierno, 
se haga también un control y veeduría para garantizar 
la transparencia y legitimidad del accionar del Estado 
colombiano.

Con relación a los numerales mencionados del punto 
número dos del acuerdo de paz, es claro cómo la Ley Esta-
tutaria	1757	de	2015	(Congreso	de	Colombia,	2015)	es	una	
herramienta	necesaria	para	el	cumplimiento	de	este	fin	y	
que brinda a la ciudadanía instrumentos para participar y 
crear espacios efectivos, como son los consejos de partici-
pación ciudadana.
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PARTICIPACIÓN	DE	LA	
POBLACIÓN	VÍCTIMA	

DE	LA	VIOLENCIA	(CASO	
META)

A la fecha, según estadísticas de la Unidad de Atención 
y	 Reparación	 Integral	 a	 las	 Víctimas	 (UARIV,	 2017a)	 el	
número total de víctimas registradas en Colombia es supe-
rior a los 8 millones, casi el doble de los cálculos que se hi-
cieron en el 2011, cuando fue promulgada la Ley 1448; toda 
vez que se estimaban cerca de 4,5 millones. Adicionalmen-
te, el desplazamiento forzado es el hecho victimizante con 
mayor número de víctimas registradas; asciende a más de 
6 millones de personas lo que indica la magnitud del fenó-
meno en nuestro país. 

En el departamento del Meta a corte de junio 2016, el re-
gistro indicaba más de 218.000 víctimas incluidas en el 
Registro	Único	de	Víctimas	(RUV),	de	las	cuales	el	43	%	co-
rresponde	a	Villavicencio	y	el	3	%	al	municipio	de	Puerto	
López. Por otra parte, en cuanto al departamento del Gua-
viare, se evidencia un total de 32.130 víctimas incluidas en 
el	Registro	Único	de	Víctimas	(RUV),	de	las	cuales	el	84	%	
corresponde a la capital San José del Guaviare1.

1	 Unidad	 para	 la	 Atención	 y	 Reparación	 Integral	 a	 las	 Víctimas	
(UARIV).	Obtenido	de	Registro	Único	de	Víctimas	(RUV):	http://
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Los	departamentos	del	Meta	y	Guaviare	representan	el	3	%	
del	total	de	la	población	víctima	incluida	en	el	RUV	a	nivel	
nacional, pero al ponderarlo de acuerdo con la cantidad de 
habitantes de cada departamento, el peso porcentual se in-
crementa	a	cifras	del	23	%	para	el	departamento	del	Meta	y	
28	%	para	el	Guaviare;	razón	por	la	cual	es	de	vital	impor-
tancia el diseño de políticas públicas efectivas en materia 
de participación y reparación integral a las víctimas de 
dichos entes territoriales.

OBSERVATORIO	DE	PARTICIPACIÓN	Y	
REPARACIÓN	INDIVIDUAL	Y	COLECTIVA

Mediante convenio tripartito de donación, USAID, 
CODHES y la Corporación Universitaria del Meta se han 
aliado estratégicamente para desarrollar el Proyecto del 
Observatorio de Participación y Reparación individual y 
Colectiva	en	los	municipios	de	San	José	del	Guaviare,	Vi-
llavicencio y Puerto López, Meta. 

Es así como el Observatorio de Participación y Repara-
ción	de	Víctimas	del	Conflicto	tiene	por	objeto	promover	el	
diálogo social en torno a los procesos de reparación indivi-
dual	y	colectiva	en	los	municipios	de	Villavicencio,	Puerto	
López y San José del Guaviare, a través de la investigación 
y difusión de información que favorezca la restitución y el 
goce efectivo de los derechos de la población víctima del 
conflicto	armado.

rni.unidadVíctimas.gov.co/RUV
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Así mismo, la propuesta pretende evidenciarse como un 
esfuerzo de seguimiento desde la sociedad civil y la acade-
mia al diseño y la implementación de las políticas territo-
riales de reparación individual y colectiva de víctimas del 
conflicto	 armado.	 De	 esta	 forma	 el	 presente	 documento	
se	configura	como	una	herramienta	valiosa	para	el	debate	
público	responsable	y	con	el	peso	investigativo	suficiente	
sobre los ejes neurálgicos de la reparación integral de esta 
población.

Metodología	de	recolección	de	información	para	las	
propuestas	provenientes	desde	las	organizaciones	de	
víctimas,	defensoras	de	derechos	humanos	y	sujetos	
de	reparación	colectiva

La consolidación de propuestas provenientes desde las or-
ganizaciones de víctimas, defensoras de derechos humanos 
y sujetos de reparación colectiva se logró bajo modelos de 
contrastación de fuentes de información y ejercicios de 
triangulación de información; por una parte la población 
víctima fue clave en el proceso, su participación en los di-
ferentes espacios hizo que se consolidaran sus propuestas, 
pero era necesario cruzarlas con información de fuentes 
secundarias	y	con	la	lectura	final	del	cálculo	de	indicado-
res sobre el goce efectivo de derechos que implementó el 
Observatorio.

Los dos foros de participación y reparación individual y 
colectiva, sumados a las 5 mesas de trabajo o talleres de 
participación en el 2016, se convirtieron en los escenarios 
idóneos para consolidar un trabajo articulado entre la aca-
demia, la institucionalidad y la población víctima; por tal 
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razón se llevó a cabo un ejercicio de diálogo abierto y cons-
trucción	colectiva,	logrando	identificar	las	diferentes	pro-
blemáticas que enfrenta la implementación de la Ley 1448 
de 2011. 

Para lograr lo anterior, fue necesario realizar mesas de 
trabajo integradas por cada uno de los representantes de 
la academia, institucionalidad y población víctima de los 
municipios focalizados, con el objetivo de consolidar re-
comendaciones y observaciones en cuanto al estado actual 
del goce efectivo de sus derechos. En los diferentes esce-
narios y encuentros, se sometía a debate preguntas dina-
mizadoras planteadas por el Observatorio, delimitadas 
dentro de tres grandes temas como lo son las medidas de 
asistencia, atención y reparación integral; sin embargo, 
también	se	daba	el	espacio	para	poder	identificar	el	grado	
de participación real y efectiva que tuvieron las víctimas en 
la	formulación	de	los	PAT	(Planes	de	Acción	Territorial)	y	
los	PD	(Planes	de	Desarrollo)2 relativos a la atención de la 
población víctima dentro de cada ente territorial.

Es así como para la investigación adelantada por el Ob-
servatorio de Participación y Reparación Individual y Co-
lectiva,	 la	 población	 se	 definió	 conforme	 a	 los	 registros	
de la Unidad de Atención y Reparación Integral para las 
víctimas, toda vez que se tomó como base el número total 
de	personas	registradas	en	el	Registro	Único	de	Víctimas	
(RUV)	 para	 cada	 uno	 de	 los	 municipios	 foco	 de	 trabajo	

2 Ley 1753 de 2015, artículo 1. Objetivos de Plan Nacional de 
Desarrollo.
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(Villavicencio,	Puerto	López	y	San	José	del	Guaviare)	con	
corte al 2016.

De acuerdo con lo anterior, la población de interés para la 
investigación se distribuyó de la siguiente forma:

 – Villavicencio:	95.328	víctimas	registradas	en	el	RUV.

 – Puerto	López:	5.887	víctimas	registradas	en	el	RUV.

 – San José del Guaviare: 26.968 víctimas registradas en el 
RUV.

 – TOTAL:	 128.183	víctimas	registradas	en	el	RUV	 (en	 los	
tres	municipios	foco	de	trabajo).

Una	 vez	 fue	 definida	 o	 delimitada	 la	 población	 de	
interés, se estableció el correspondiente marco mues-
tral, conforme a los listados actualizados del total de 
víctimas	registradas	en	el	RUV,	discriminado	por	cada	
uno	 de	 los	 municipios	 foco	 de	 trabajo	 (información	
proporcionada por la Unidad de Atención y Repara-
ción para las víctimas u otras fuentes secundarias que 
cuentan con información disponible sobre las víctimas 
en	cada	uno	de	los	municipios).

En cuanto al instrumento de recolección de informa-
ción de fuente primaria, se seleccionó la encuesta como 
el mecanismo más efectivo para obtener toda la infor-
mación requerida en función del cálculo de la batería 
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de indicadores; la misma proporciona minuciosas des-
cripciones de los fenómenos relacionados con el goce 
efectivo de derechos de la población víctima, y adicio-
nalmente permite comparar la situación existente con 
las pautas aceptadas.

A continuación se presentan los resultados del indica-
dor de participación para cada uno de los tres muni-
cipios foco de trabajo; es así como de entrada se evi-
dencian niveles muy bajos de dicho indicador, tal como 
lo	refleja	el	caso	del	municipio	de	Puerto	López	con	un	
porcentaje	del	17,45	%,	en	cuanto	a	la	pertenencia	a	or-
ganizaciones de víctimas; mientras que para el caso de 
San	José	del	Guaviare	el	indicador	asciende	al	26,12	%,	
y	finalmente	Villavicencio	presenta	el	porcentaje	más	
bajo	con	13,32	%.

El indicador de socialización del protocolo de participa-
ción, en los municipios estudiados arrojó que del total de 
encuestados	en	Puerto	López	el	19,11	%,	en	San	José	del	
Guaviare	el	20,84	%	y	en	Villavicencio	el	23,50	%	se	les	
ha dado a conocer los derechos a los que pueden acceder 
a las mesas técnicas, escenarios de política pública, entre 
otros.

En cuanto al indicador de participación efectiva en esce-
narios de política pública en el municipio de Puerto López 
fue	de	13,85	%,	en	San	José	del	Guaviare	12,14	%	y	en	Villa-
vicencio	12,53	%.
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Tabla	1.	Participación	de	víctimas	en	escenarios	de	política	
pública

NOMBRE	DEL	
INDICADOR FÓRMULA

RESULTADOS	DEL	
INDICADOR

Puerto	
López

San	
José	
del	
Gua-
viare

Villa-
vicen-
cio

Organización. 
Porcentaje 
de personas 
víctimas que 
actualmente 
pertenecen a 
organizaciones 
de víctimas

Número de personas 
víctimas que actual-
mente pertenecen a 
organizaciones de 
víctimas / número 
de personas víctimas 
encuestadas * 100

17,45	% 26,12 
%

13,32 
%

Socialización. 
Porcentaje de 
personas vícti-
mas a las cuales 
se le ha sociali-
zado el Protocolo 
de Participación

Número de personas 
víctimas a las cuales 
se les ha socializado 
el Protocolo de par-
ticipación / número 
de personas víctimas 
encuestadas * 100

19,11	% 20,84 
%

23,50 
%

Incidencia. Por-
centaje de per-
sonas víctimas 
que pertenecen 
a organizaciones 
de víctimas y 
han participado 
efectivamente 
en escenarios de 
política pública

Número de personas 
víctimas que perte-
necen a organiza-
ciones de víctimas y 
que han participado 
efectivamente en 
escenarios de políti-
ca pública / número 
total de personas 
víctimas encuesta-
das * 100

13,85	% 12,14 
%

12,53 
%

Fuente:	Adaptado	de	Unidad	de	Atención	y	Reparación	Integral	a	las	Víctimas	(2017).
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Es urgente la difusión masiva, no solo a las asociaciones del 

protocolo	de	participación	de	la	UARIV,	ya	que	la	mayoría	

de víctimas no tiene conocimiento de su existencia y por 

ende desconoce el derecho que tienen a la participación.

La población víctima debe participar activamente en los 

diseños de la política pública referentes a la reparación 

integral en todos los niveles. De esta manera, la primera 

recomendación es que tengan representación activa en los 

concejos municipales y departamentales de política social, 

así como en los territoriales de planeación. De igual forma, 

se recomienda fortalecer las veedurías ciudadanas para el 

manejo transparente de los recursos destinados a la repa-

ración integral de la población víctima.

En cuanto al resultado de las mesas de trabajo provenientes 

de las organizaciones de víctimas, defensoras de derechos 

humanos y sujetos de reparación colectiva sobre vivienda, 

salud,	educación,	generación	de	ingresos,	reunificación	fa-

miliar, participación, temas relativos a asistencia, gestión 

de subsidios, mecanismos de pago y ayudas humanitarias 

(giros),	plan	de	atención,	asistencia	y	 reparación	 integral	

(PAARI),	temas	relativos	al	enfoque	diferencial	de	género	

y	orientación	sexual,	y	finalmente	 temas	concernientes	a	

proyectos productivos y medidas de estabilización, dio los 

siguientes resultados:



Gladys Giraldo Montoya 
Leonor Mojica Sánchez • Luz Elena Malagón Castro

Participación	de	la	población	víctima	de	la	violencia	(caso	Meta)

55

Tabla	2.	Víctimas	que	cuentan	con	vivienda	digna

NOMBRE DEL 
INDICADOR FÓRMULA

RESULTADOS DEL 
INDICADOR

Puerto 
López

San 
José del 

Guaviare

Villa-
vicen-

cio

Tenencia: 
porcentaje de 
hogares que 
cuentan con un 
justo título de su 
vivienda

Número de hogares víc-
timas que cuentan con 
justo título de su vivien-
da / total de hogares 
víctimas propietarios 
de vivienda encuestados 
*	100	(se	entiende	por	
justo título aquel que 
transfiere	el	dominio)

46,03	% 56,07	% 54,24 
%

Hacinamien-
to: porcentaje 
de hogares en 
condiciones de 
hacinamiento

Número de hogares víc-
timas que se encuentran 
en condiciones de hacina-
miento / total de hogares 
víctimas encuestados * 
100	(se	entiende	que	existe	
hacinamiento cuando el 
índice es superior a 2.4 
personas	por	habitación)

36,01	% 31,66	% 27,42 
%

Acceso a servicios 
públicos domicilia-
rios: porcentaje de 
hogares que cuentan 
con todos los servi-
cios públicos básicos 
(energía,	acueducto,	
gas y alcantarillado 
y recolección de 
basuras)

Número de hogares 
víctimas que cuentan 
con acceso a todos los 
servicios domiciliarios 
básicos	(energía,	acue-
ducto, alcantarillado, 
gas domiciliario y re-
colección	de	basuras)	/	
total de hogares vícti-
mas encuestados * 100

36,29	% 13,19	% 98,69 
%

Acceso a progra-
mas de vivienda 
de interés social: 
porcentaje de 
hogares que han 
sido	beneficiados	
con programas 
de vivienda de 
interés social

Número de hogares 
víctimas que han sido 
beneficiados	con	pro-
gramas de vivienda de 
interés social / total 
de hogares que pos-
tularon a programas 
de vivienda de interés 
social * 100

23,11	% 23,23	% 36,22 
%

Fuente:	Adaptado	de	Unidad	de	Atención	y	Reparación	Integral	a	las	Víctimas	(2017).
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El porcentaje de víctimas que cuentan con un justo título 

de	vivienda	(Escritura	Pública)	en	el	municipio	de	Puerto	

López	es	del	46,03	%,	mientras	que	en	San	José	del	Guavia-

re	asciende	al	56,07	%	y	en	Villavicencio	54,24	%.

Existen víctimas que habitan en condición de hacinamien-

to, situación que es considerada cuando las personas por 

habitación son superiores a 2,4, lo que quiere decir que el 

porcentaje de hacinamiento para el municipio de Puerto 

López	es	del	36,01	%,	para	San	José	del	Guaviare	del	31,66	%	

y	Villavicencio	del	27,42	%,	lo	cual	refleja	las	precarias	con-

diciones en las que habitan los diferentes núcleos familiares 

de la población víctima.

El porcentaje de hogares que cuenta con todos los servicios 

públicos	básicos	(energía,	acueducto,	gas,	alcantarillado	y	

recolección	de	basuras)	en	cada	uno	de	los	tres	municipios	

es:	Puerto	López	36,29	%,	San	José	del	Guaviare	13,19	%	y	

Villavicencio	98,69	%.

El	porcentaje	de	hogares	que	ha	sido	beneficiado	con	pro-

gramas de vivienda de interés social en el municipio de 

Puerto	López	fue	23,11	%,	San	José	del	Guaviare	23,23	%	y	

Villavicencio	36,22	%,	quienes	aplicaron	a	programas	socia-

les municipales, departamentales y/o nacionales.
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Es importante hacer un estudio socioeconómico que 
permita	identificar	la	capacidad	real	de	endeudamiento	de	
la población víctima a la hora de ajustar sus pagos, el cual 
puede obtenerse del mismo Plan de Atención, Asistencia 
y	 Reparación	 Integral	 (PAARI),	 pero	 adicionalmente	 es	
vital	que	se	realice	una	visita	domiciliaria	previa,	con	el	fin	
de	verificar	el	estado	real	en	el	que	vive	el	núcleo	familiar	
victimizado. 

La aplicación de este estudio no puede ser excluyente con 
la población porque se requiere que sea factible para la 
población; es así como la comunidad solicita que se dé la 
oportunidad de diferir el pago en un determinado número 
de cuotas y que se les avise con mayor tiempo que deben 
reunir	X	 cantidad	 de	 dinero,	 pues	 hay	 que	 entender	 que	
son familias en condición de vulnerabilidad, que no 
pueden reunir fácilmente la cantidad de dinero exigida 
para acceder a los programas de vivienda ofertados por los 
entes territoriales.

Se requiere un fortalecimiento institucional en que se evi-
dencie claramente qué y cuáles son las responsabilidades 
de cada entidad en materia de vivienda, pues los entes te-
rritoriales no están siendo claros en su responsabilidad al 
respecto. 

Es importante que, a la hora de asignar los cupos de vi-
vienda, ellos, como población foco, cuenten con presen-
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cia en calidad de veedores del proceso, para que se sientan 
seguros de que participaron en un proceso transparente 
y sin vicios. Se propone que el ejercicio se haga público, 
no solo para asegurar su transparencia, sino que tenga la 
participación y la discusión de la población víctima.

Se debe dar prioridad y más opciones de reubicación a la 
población que ha sido revictimizada, toda vez que, pro-
ducto	del	mismo	conflicto,	se	han	visto	en	la	necesidad	
de abandonar la vivienda otorgada por el Estado. Debe 
existir un trabajo conjunto entre víctima y entidad gu-
bernamental, para lograr una asignación justa de cupos 
para vivienda de interés social a la población víctima 
del	 conflicto,	 garantizando	 una	 correcta	 asesoría	 con	
flexibilidad	 en	 requisitos	 para	 la	 aplicación	 de	 estos	
subsidios.

Se requiere igualmente una depuración efectiva de la base 
de datos correspondiente a las víctimas, garantizando de 
esta manera la transparencia en la asignación de cupos de 
vivienda. 

Así mismo, se debe materializar el enfoque diferencial 
a la población vulnerable, haciéndola parte integral del 
proceso, con una adecuada caracterización y revisión; por 
ejemplo, asegurando que los cónyuges no apliquen a subsi-
dios de vivienda por separado.
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Tabla	3.	Salud	de	las	víctimas	del	conflicto

NOMBRE DEL 
INDICADOR FÓRMULA

RESULTADOS DEL 
INDICADOR

Puerto 
López

San 
José del 

Guaviare
Villavi-
cencio

Cobertura. 
Porcentaje de 
personas vícti-
mas incluidas 
en	el	RUV,	que	
cuentan	con	afi-
liación al sistema 
general de segu-
ridad social

Número de personas víc-
timas	incluidas	en	el	RUV,	
que	cuentan	con	afiliación	
al sistema general de 
seguridad social / Número 
total de encuestados por 
municipio	(Villavicencio	
- Puerto López - San José 
del	Guaviare)	*100

96,40	% 99,47	% 95,04	%

Porcentaje 
de población 
víctima que 
pertenece 
al régimen 
de salud 
subsidiado

Número de personas 
víctimas pertenecientes 
al régimen subsidiado / 
número de personas víc-
timas	incluidas	en	el	RUV,	
que	cuentan	con	afiliación	
al sistema general de se-
guridad	social	(Villavicen-
cio - Puerto López - San 
José	del	Guaviare)	*100

91,95	% 94,69	% 91,92	%

Porcentaje 
de población 
víctima que 
pertenece 
al régimen 
de salud 
contributivo

Número de personas 
víctimas pertenecientes 
al régimen contributivo / 
número de personas víc-
timas	incluidas	en	el	RUV,	
que	cuentan	con	afiliación	
al sistema general de se-
guridad	social	(Villavicen-
cio - Puerto López - San 
José	del	Guaviare)	*100

6,61	% 5,04	% 7,16	%

Porcentaje 
de población 
víctima que se 
encuentra en 
régimen espe-
cial de salud

Número de personas vícti-
mas que se encuentran en 
régimen especial / número 
de personas víctimas 
incluidas	en	el	RUV,	que	
cuentan	con	afiliación	al	
sistema general de segu-
ridad	social	(Villavicencio	
- Puerto López - San José 
del	Guaviare)	*100

1,44	% 0,27	% 1,10	%

Fuente:	Adaptado	de	Unidad	de	Atención	y	Reparación	Integral	a	las	Víctimas	(2017).
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En	cobertura	de	salud,	las	víctimas	incluidas	en	el	RUV	que	
cuentan	con	afiliación	al	Sistema	General	de	Seguridad	Social	
para	el	municipio	de	Puerto	López	es	de	96,40	%,	en	San	José	
del	Guaviare	 99,47	%	y	 en	Villavicencio	 95,04	%,	 situación	
que	refleja	que	la	mayoría	de	la	población	encuestada	cuenta	
con servicio de salud en el momento que lo requiera.

La población víctima que se encuentra vinculada al 
régimen de salud subsidiada en Puerto López es de  
91,95	%,	en	San	José	del	Guaviare	94,69	%	y	en	Villavicencio	 
91,92	%;	en	el	régimen	contributivo	es	de	6,61	%,	5,04	%	y	
7,16	%,	respectivamente;	fueron	vinculados	con	su	núcleo	
familiar porque en su mayoría poseen trabajos temporales 
y	el	1,44	%,	el	0,27	%	y	el	1,10	%,	respectivamente,	pertene-
ce	al	régimen	especial	de	salud	(información	otorgada	en	
los	instrumentos	aplicados).

Se requiere con urgencia crear medidas especiales para 
garantizar el acceso a la salud de la población víctima del 
conflicto;	así	el	problema	de	la	salud	sea	de	tipo	nacional,	
es urgente que se asegure a la población víctima, así no lo 
solicite, a procesos de diagnóstico y acompañamiento no 
solo	 en	 términos	de	 salud	 física	 sino	mental	que	pueden	
haberse desprendido del hecho victimizante vivido.

Hay que articular la red de operadores que prestan los 
servicios	de	salud	para	que	sea	más	eficiente	y	 rápido	su	
acceso para la población víctima.

Se deben asignar los recursos desde el orden nacional con 
destinación	específica	para	atender	los	requerimientos	de	
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salud	 a	 la	 población	víctima	del	 conflicto,	 especialmente	
en temas de rehabilitación. Depurar la base de datos del 
SISBEN en materia de salud, toda vez que existen muchas 
personas que se encuentran incluidas y que realmente no 
necesitan ese servicio ya que poseen medios económicos 
suficientes	para	estar	en	el	régimen	contributivo.

Adicionalmente, es necesario crear indicadores de gestión 
y atención a la población víctima en materia de salud, que 
permitan realizar un monitoreo constante a la prestación 
del servicio.

Tabla	4.	Cobertura	en	educación	a	las	víctimas
del	conflicto

NOMBRE DEL 
INDICADOR FÓRMULA

RESULTADOS DEL 
INDICADOR

Puerto 
López

San 
José del 

Gua-
viare

Villavi-
cencio

Cobertura: 
Porcentaje 
de población 
víctima en edad 
educativa que 
actualmente 
se encuentra 
estudiando

Número de per-
sonas víctimas en 
edad educativa que 
actualmente se en-
cuentran estudian-
do / número total 
de víctimas en edad 
educativa * 100

73,58	% 94,53	% 76,10	%

Acceso: Porcen-
taje de pobla-
ción víctima en 
edad educativa 
que actualmen-
te ha accedido 
a	beneficios	
o programas 
educativos

Número de perso-
nas víctimas que 
han	sido	benefi-
ciadas con progra-
mas educativos / 
número total de 
víctimas que se han 
postulado a pro-
gramas	o	beneficios	
educativos * 100

49,32	% 58,54	% 44,71	%

Fuente:	Adaptado	de	Unidad	de	Atención	y	Reparación	Integral	a	las	Víctimas	(2017).
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En cuanto al indicador que mide el nivel de educación, el 
porcentaje de víctimas en edad educativa que se encuentra 
estudiando	en	el	municipio	de	Puerto	López	es	de	73,58	%,	
en	San	José	del	Guaviare	94,53	%	y	en	Villavicencio	76,10	%,	
los cuales se pueden encontrar en Básica Primaria, Básica 
Secundaria,	Media	Vocacional,	Técnico,	Tecnólogo	y/o	Uni-
versitario, situación determinada a partir de las encuestas 
realizadas.

La población víctima en edad educativa que ha accedido a 
beneficios	o	programas	educativos	(Jóvenes	en	acción,	entre	
otros)	para	el	municipio	de	Puerto	López	fue	de	49,32	%,	San	
José	del	Guaviare	58,54	%	y	en	Villavicencio	44,71	%,	según	
información suministrada en los instrumentos aplicados.

Se debe implementar una revisión minuciosa y detallada 
de	la	población	incluida	en	el	RUV	(Registro	Único	de	Vícti-
mas),	para	identificar	personas	en	edad	escolar	que	se	en-
cuentran fuera del sistema educativo y hacer seguimiento 
a la cobertura del servicio.

Es	 necesario	 oficiar	 a	 las	 entidades	 gubernamentales	
(Ministerio	Público),	para	dejar	evidencia	de	 la	necesi-
dad inmediata de mejorar las condiciones actuales que 
tiene la población estudiantil. No se están socializando 
los	programas	que	benefician	a	la	población	víctima	y	en	
muchos casos no se les da ningún apoyo educativo por 
ser	víctimas	del	conflicto.
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Hay que mejorar la oferta académica superando la barrera 

de las carreras técnicas o universitarias semipresencia-

les. Es decir, buscar la estrategia institucional que permita 

acceder de forma real a educación universitaria a la pobla-

ción víctima. Se recomienda que todos los programas de 

educación cuenten con proyectos propios para la pobla-

ción indígena, brindando así el espacio cultural y educa-

tivo de empoderamiento a los líderes de la zona, quienes 

ya se encuentran previamente inscritos en las Juntas de 

Acción Comunal y cuentan plenamente con las competen-

cias	requeridas	para	tal	fin.

Tabla	5.	Generación	de	ingresos	para	la	población	víctima	
de	la	violencia

NOMBRE DEL 
INDICADOR FÓRMULA RESULTADOS DEL 

INDICADOR

Puerto 
López

San 
José del 

Gua-
viare

Villavi-
cencio

Tasa de formali-
dad de empleo: 
porcentaje de per-
sonas víctimas en 
edad productiva 
que cuentan con 
un empleo formal

Número de personas 
víctimas que cuentan 
con empleo formal / 
número de personas 
víctimas encuestadas 
* 100

10,53	% 15,30	% 11,13	%

Porcentaje de 
personas vícti-
mas cuyos ingre-
sos mensuales 
son iguales o 
inferiores a 1 
SMMLV	2016

Número de personas 
víctimas cuyos ingre-
sos mensuales son 
iguales o inferiores a 1 
SMMLV	2016	/	número	
de personas víctimas 
encuestadas * 100

95,84	%  94,20	%  88,77	% 
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NOMBRE DEL 
INDICADOR FÓRMULA RESULTADOS DEL 

INDICADOR

Puerto 
López

San 
José del 

Gua-
viare

Villavi-
cencio

Porcentaje de 
personas vícti-
mas cuyos ingre-
sos mensuales 
son superiores a 
1	SMMLV	2016

Número de personas 
víctimas cuyos ingresos 
mensuales son superiores 
a	1	SMMLV	2016	/	número	
de personas víctimas 
encuestadas * 100

4,16	% 5,80	%  11,23	% 

Acceso a progra-
mas de genera-
ción de Ingresos. 
Porcentaje de 
personas víctimas 
que actualmente 
se han postulado 
a programas de 
generación de 
ingresos

Número de personas 
víctimas que han sido 
beneficiados	con	pro-
gramas de generación 
de ingresos / número 
de personas víctimas 
que se han postulado 
a programas de ge-
neración de ingresos 
* 100

26,44	% 43,84 
% 34,88	%

Fuente:	Adaptado	de	Unidad	de	Atención	y	Reparación	Integral	a	las	Víctimas	(2017).

En cada uno de los municipios estudiados se evidencia 
que existen víctimas en edad productiva que cuentan con 
un empleo formal, como es el caso en Puerto López con 
10,53	%,	San	José	del	Guaviare	15,30	%	y	en	Villavicencio	

11,13	%,	ubicados	tanto	en	el	sector	rural	(agrícola)	como	

en	el	sector	urbano	(modista,	entre	otros).

Se muestran los siguientes porcentajes de víctimas con 

ingresos	mensuales	iguales	o	 inferiores	a	1	SMMLV	2016:	

para	el	caso	del	municipio	de	Puerto	López	el	95,84	%,	en	

San	José	del	Guaviare	94,20	%	y	en	Villavicencio	88,77	%,	
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en ocasiones, ingresos provenientes de apoyos económi-
cos que les ofrece el Gobierno, considerados inferiores a 1 
SMMLV	(información	suministrada	en	los	instrumentos).

Los porcentajes de las víctimas con ingresos mensuales 
superiores	 a	 1	 SMMLV	2016	para	 el	municipio	de	Puerto	
López	corresponden	al	4,16	%,	para	San	José	del	Guaviare	
5,80	%	y	para	Villavicencio	11,23	%.

Los porcentajes de acceso a programas de generación de 
ingresos, para el caso de Puerto López corresponden al 
26,44	%	del	total	de	personas	postuladas,	para	San	José	del	
Guaviare	43,84	%	y	para	Villavicencio	34,88	%.

En este sentido, las políticas de inclusión productiva 
implementadas por el Gobierno Nacional, a partir de la 
creación de la Ley 1448 de 2011, han sido poco utilizadas, 
pues el Programa de Acompañamiento, que forma parte 
de la Política Pública de Atención al Desplazamiento, no 
está siendo aprovechado en su totalidad; toda vez que las 
víctimas no cuentan con condiciones para solventar sus 
necesidades básicas, lo cual obedece, entre otras razones, 
a	 la	ausencia	de	acceso	a	ayudas	humanitarias	suficien-
tes, por lo que ante cualquier ingreso que reciban, se ven 
obligadas a emplearlo en la satisfacción de dichas necesi-
dades básicas, lo que perpetúa su condición de vulnerabi-
lidad y pérdida de agencia.
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Es de resaltar que otro factor que desmotiva al uso de estos 
programas, consiste básicamente en la percepción que 
tiene la población respecto a la poca autonomía que se 
tiene al momento de elegir un plan de inversión, sumado 
a	una	corta	asesoría	financiera	y	económica	para	la	imple-
mentación del proyecto. Se recomienda agilizar el trámite 
interno	que	tienen	los	operadores	para	flexibilizar	los	re-
querimientos exigidos al momento de acceder a este tipo 
de	beneficios.	

Por esta razón, es fundamental fortalecer e inyectar capital 
en programas que le permitan a las instituciones hacer 
acompañamiento efectivo en la implementación de pro-
yectos productivos que posibiliten el autosostenimiento 
de las familias víctimas. Así mismo, es prioritario que los 
entes territoriales tengan previsto dentro de sus progra-
mas de generación de empleo un porcentaje correspon-
diente	a	la	población	víctima	específicamente.

REUNIFICACIÓN	FAMILIAR

El	derecho	a	la	reunificación	familiar	hace	parte	de	los	in-
dicadores de goce efectivo de derechos a las víctimas de 
desplazamiento forzado, principalmente cuando uno o 
más menores de edad se vieron obligados a separarse de su 
núcleo familiar. Se debe señalar que la Corte Interamerica-
na de Derechos Humanos se ha referido particularmente 
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a la grave afectación que sufren los niños y niñas, atendi-
da la situación de particular vulnerabilidad en la que se 
encuentran.

En esta etapa es importante la actualización de la evalua-
ción	 sociofamiliar,	 verificando	 la	 información	 reportada	
y	emitiendo	conceptos	de	viabilidad	para	que	el(los)	me-
nor(es)	se	reubique(n)	con	su	familia	biológica	extensa3 con 
el acompañamiento permanente del Instituto Colombiano 
de	Bienestar	Familiar	(ICBF),	entidad	encargada	de	asegu-
rar el reintegro familiar de los niños, niñas y adolescen-
tes a través de los Defensores de familia o Comisarios de 
familia, como autoridad administrativa en el restableci-
miento de los derechos4.

La percepción general que tienen las víctimas en este 
aspecto	es	que	el	programa	de	reunificación	no	está	cum-
pliendo las expectativas debido a que no se tienen en cuenta 
las	sugerencias	y	opiniones	que	manifiestan	las	mesas	mu-
nicipales y departamentales de víctimas al momento de 
ser socializados los Planes de Desarrollo; frente a lo cual se 
hace un llamado a los entes territoriales para que valoren y 
atiendan los aportes de las asociaciones de víctimas.

3 Familia Extensa: Incluye a padres, hijos, hermanos de los padres 
con	sus	propios	hijos,	abuelos,	tíos	abuelos,	bisabuelos	(genera-
ciones	ascendentes).

4 Concepto 19 de 2013 y 30 de 2014. Instituto Colombiano de Bien-
estar	Familiar	(ICBF).
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Es fundamental socializar masivamente el derecho a la 
reunificación	familiar	que	tienen	las	víctimas	en	determi-
nados casos, pues el desconocimiento al respecto hace que 
las	familias	busquen	sus	propios	medios	para	reunificarse,	
demorando más tiempo, o en algunos casos, exponiéndose 
a hechos de revictimización y riesgo.

ASISTENCIA

Se	 identificaron	múltiples	 quejas	 por	 parte	 de	 la	 pobla-
ción víctima que denuncia fallas y retrasos en la entrega 
de ayudas humanitarias; según ellos basados en informes 
cruzados o en su defecto mal elaborados, donde se reporta 
al	SNARIV	que	la	víctima	ya	superó	la	pobreza	extrema,	la	
cual se entiende como un hogar que recibe ingresos men-
suales por debajo de 408.436 o 13.614 diarios5.

Se recomienda a la UNIDAD revisar la normatividad 
vigente	que	califica	y	estratifica	 la	población	víctima	con	
el	 fin	 de	 identificar	 correctamente	 el	 porcentaje	 que	 ya	
superó la pobreza extrema, con seguimientos periódicos 
de todos los aspectos evaluados a esta población, así como 
no detener o devolver las ayudas humanitarias mientras 
ellos, como institución, adelantan sus procesos para hacer 
dicha	clasificación.

5	 Programa	Mundial	 de	 Alimentos	 (PMAA).	 Obtenido	 de	 http://
es.wfp.org/qui	%C3	%A9nes-somos
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Tabla	6.	Gestión	de	subsidios	en	la	población	víctima

NOMBRE 
DEL 

INDICADOR
FÓRMULA

RESULTADOS DEL 
INDICADOR

Puerto 
López

San 
José del 

Gua-
viare

Villavi-
cencio

Acceso. Por-
centaje de 
personas 
víctimas que 
han recibido 
alguna in-
demnización

Número de personas 
víctimas que han 
sido	beneficiadas	con	
algún tipo de indem-
nización / número 
de personas víctimas 
que han solicitado 
indemnización * 100

11,07	% 17,83	% 21,05	%

Indemniza-
ción admi-
nistrativa. 
Porcentaje 
de personas 
víctimas que 
han solicitado 
indemniza-
ción adminis-
trativa

Número de personas 
víctimas que han so-
licitado indemniza-
ción administrativa / 
número de personas 
víctimas que han so-
licitado algún tipo de 
indemnización * 100 

90,31	% 96,90	% 89,10	%

Indemniza-
ción judicial. 
Porcentaje 
de personas 
víctimas que 
han solicitado 
indemniza-
ción judicial

Número de personas 
víctimas que han 
solicitado indem-
nización judicial / 
número de personas 
víctimas que han so-
licitado algún tipo de 
indemnización * 100 

7,61	% 2,33	% 6,77	%

Fuente:	Adaptado	de	Unidad	de	Atención	y	Reparación	Integral	a	las	Víctimas	(2017).

Dentro de las medidas de reparación integral, se encuentra 

el derecho a la indemnización de las víctimas, entendida 

como una compensación económica por los hechos victi-

mizantes sufridos, que busca ayudar en el fortalecimiento 

o reconstrucción de sus proyectos de vida.



La participación ciudadana: Un escenario para la construcción de la paz en Colombia

Corporación Universitaria del Meta - UNIMETA70

Teniendo en cuenta lo anterior, se diseñaron tres indi-

cadores de acceso y solicitud de la indemnización, tanto 

administrativa como judicial, aplicados a cada uno de 

los tres municipios abordados en esta investigación. El 

primero, de carácter general, donde se evidencia el por-

centaje de personas víctimas que han recibido algún tipo 

de	indemnización,	reflejando	una	realidad	desconcertan-

te; lo anterior en razón a que en el mejor de los casos, que 

es	Villavicencio,	el	porcentaje	de	personas	indemnizadas	

apenas	llega	al	21	%	cuando	ya	se	cumplen	6	años	de	ex-

pedida la Ley de víctimas y se tiene un promedio anual de 

indemnización	del	3,5	%,	restando	solamente	4	años	para	

el vencimiento de la vigencia de la Ley 1448 de 2011.

En cuanto a los municipios de Puerto López y San José del 

Guaviare la realidad en materia de indemnización es aún 

más preocupante, toda vez que apenas se alcanzan porcen-

tajes	de	indemnización	del	11	%	y	17	%	respectivamente,	lo	

cual	 denota	 las	 enormes	 dificultades	 en	 los	 procesos	 in-

demnizatorios a cargo del aparato estatal. 

Una mirada más en detalle permite concluir que, en pro-

medio,	el	90	%	de	las	personas	reconocidas	como	víctimas	

han solicitado su indemnización administrativa, mientras 

que	por	el	contrario	menos	del	10	%	optan	por	una	indem-

nización judicial, bien sea por medio de la jurisdicción con-
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tencioso administrativa o por la justicia ordinaria a través 
del incidente de reparación integral en un proceso penal.

Es urgente mejorar el canal de comunicación mediante el 
cual se socializa la entrega de ayudas a la población, o giros. 
Se pueden reportar estas transacciones usando los medios 
electrónicos	que	disponen	las	entidades	bancarias	(correos	
electrónicos,	 mensajes	 de	 texto,	 boletines,	 entre	 otros),	
pero es fundamental pensar en la población rural que vive 
alejada de las comunicaciones; para esto hay que pensar en 
una estrategia comunitaria, que puede ser con los presi-
dentes de las juntas de acción comunal directamente para 
comunicar que el giro se encuentra disponible y prever que 
tengan cerca la entidad para retirarlos a tiempo sin que 
esto les implique más gastos de desplazamiento.

Mecanismos	de	pago	para	ayudas	humanitarias

En ocasiones las ayudas llegan a las cuentas y no reportan 
los	 beneficios	 a	 la	 comunidad	debido	 a	 las	 dificultades	y	
a las barreras de acceso que tiene gran parte de la pobla-
ción víctima a la hora de acceder a los pagos de asistencia 
humanitaria. Se propone en primera medida, revisar y 
evaluar la herramienta en la cual se realizan los pagos a la 
población especialmente de la tercera edad. Y si se iden-
tifican	 fallas,	una	propuesta	generada	por	 la	comunidad,	
es la de tramitar los pagos mediante operadores de dinero 
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que hacen presencia en gran parte del territorio, como lo es 
Efecty o Consuerte.

De igual forma, se recomienda implementar estrategias de 
comunicación	efectiva	para	notificar	a	la	población	víctima	
sobre los desembolsos, evitando su pérdida o devolución.

PROYECTOS	PRODUCTIVOS	Y	MEDIDAS	DE	
ESTABILIZACIÓN

Se solicita que cada entidad continúe suministrando a la 
población una información veraz y oportuna sobre las 
rutas y acceso a cada una de ellas, para evitar así que in-
curran en reprocesos realizando la misma solicitud a dife-
rentes entidades para acceder efectivamente a lo que cada 
uno de ellos necesita, optimizando los recursos que se dis-
ponen y ejecutar cada proyecto en el menor plazo posible. 
Igualmente, es de vital importancia que los proyectos pro-
ductivos dirigidos a la población víctima vayan articulados 
con los planes de desarrollo tanto a nivel municipal6 como 
departamental7, lo cual convierte dichos proyectos en he-
rramientas efectivas para que esta población poco a poco 
recupere su estabilidad socioeconómica y de desarrollo 
humano, convirtiéndose en parte activa de los destinos de 
la región, y por ende del país. 

6 Acuerdo 293 del 10 de junio de 2016.
7 Plan de Desarrollo Departamental “El Meta Tierra de Oportuni-

dades” 2016-2019.
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RECOMENDACIONES	DE	POLÍTICA	PÚBLICA,	
PLAN	DE	ATENCIÓN,	ASISTENCIA	Y	
REPARACIÓN	INTEGRAL	(PAARI)

Es fundamental tener claro que el Plan de Atención, Asis-
tencia	 y	 Reparación	 Integral	 (PAARI)	 no	 puede	 ser	 una	
barrera para que la población víctima reciba la ayuda hu-
manitaria, sino que por el contrario debe convertirse en 
una herramienta útil para poder determinar el estado real 
del núcleo familiar que requiere de la ayuda humanitaria 
para subsistir; por tal razón se demanda una mejora sus-
tancial tanto del talento humano como de toda la plata-
forma tecnológica utilizada para efectuar dicha encuesta, 
dado que los sistemas de respuesta al usuario se encuen-
tran colapsados, lo cual obliga a las víctimas a interponer 
continuas acciones judiciales buscando la protección de 
sus derechos, generando mayor congestión en los procesos 
de la unidad para las víctimas.

Es urgente brindar apoyo y seguimiento permanente a la 
población que actualmente tiene trámites de PAARI sin 
respuesta e implementar estrategias operativas desde la 
institucionalidad para agilizar la sistematización y análi-
sis de los PAARI realizados a la población víctima.

Es importante depurar y compartir institucionalmente la 
información del PAARI. La población víctima es sometida a 
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constantes aplicaciones de instrumentos similares, lo cual 
genera desgaste tanto para los propios afectados, como para 
las diferentes instituciones, toda vez que aplicar instru-
mentos	para	identificar	información	que	ya	contienen	los	
PAARI es una replicación de información ya obtenida por 
la unidad para las víctimas. Por lo anterior, se propone que 
se establezca un canal de difusión de la información, en la 
que se guarden los principios de dignidad y reserva en casos 
especiales, pero que se pueda acceder institucionalmente a 
la información relevante en temas de caracterización, par-
ticipación	y	reparación	de	la	población	damnificada.

ENFOQUE	DIFERENCIAL	DE	GÉNERO	Y	
ORIENTACIÓN	SEXUAL8

Figura	1 

Distribución porcentual de la población por sexo
Fuente:	Observatorio	de	participación,	reparación	individual	y	colectiva	(2017).

Las	víctimas	del	conflicto,	en	su	mayoría	mujeres,	repre-
sentan	 el	 62,42	%	 del	 total	 de	 la	muestra,	 circunstancia	
que se percibe porque los hombres que integraban el grupo 

8  Decreto 4800 de 2011. Artículo 192.
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familiar en algunos de los casos fueron víctimas, desapa-
recidos o victimarios, lo que las obligó a desplazarse con el 
grupo	familiar	a	su	cuidado	(Ver	Figura	1).

El	 38	 %	 de	 los	 participantes	 en	 la	 encuesta	 fueron	 del	
género masculino, siendo el de menor proporción debido 
a que en su mayoría, son las mujeres quienes acuden a la 
Unidad para las víctimas. La participación masculina en el 
diligenciamiento	del	instrumento	es	un	24	%	menor.

Tabla	6.	Sexo	de	la	población	encuestada

Sexo Totales
Femenino 701
Masculino 422
Total general 1.123

Fuente: Adaptado de Unidad de Atención y Reparación 
Integral	a	las	Víctimas	(2017)

Figura	2 
Participación basada en el rango de edades 

según el sexo

Fuente:	Observatorio	de	participación,	reparación	individual	y	colectiva	(2017).
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Del total de los instrumentos aplicados, 701 víctimas perte-
necen al género femenino y 422 al género masculino para 
un total de 1.123 encuestados. La Figura 2 nos muestra que 
el mayor porcentaje de población victimizada pertenecen 
al rango de edades entre los 18-60 años, de los cuales 605 
son del género femenino y 322 al género masculino, siendo 
en gran parte de los casos, jefes cabeza de hogar que buscan 
ser reparados por hechos victimizantes que generaron vul-
neración de derechos a todo su núcleo familiar. 

Del total de personas encuestadas mayores de 60 años, la 
mayoría	pertenece	al	género	masculino	(96	personas),	si-
tuación	que	refleja	un	cambio	en	la	composición	de	la	pi-
rámide poblacional en este rango etario, comparado con el 
rango de 18 a 60 años.

La participación porcentual del rango etario de 7-17 años 
es la menor de los tres rangos establecidos en la investiga-
ción; lo anterior se explica por el bajo nivel de asistencia 
de menores a las instalaciones de los diferentes puntos de 
atención; toda vez que los jefes de núcleo son quienes re-
presentan la cabeza visible.

Tabla	8 
Cantidad de población LGBTI participante 

Población Totales

NO 1.110

SÍ 13

Total general 1.123

Fuente:	Observatorio	de	participación,	reparación	individual	y	colectiva	(2017).
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La Tabla 8 muestra que 13 personas pertenecen a la pobla-
ción LGBTI de las 1.123 encuestadas, considerada impor-
tante ya que incorpora el enfoque diferencial, por lo tanto 
se	les	debe	brindar	beneficios,	apoyos	y	programas	especí-
ficos	direccionados	al	acompañamiento	y	seguimiento	en	
cada uno de los procesos.

La comunidad LGBTI que integró la muestra representa el 
1,15	%	,	grupo	con	enfoque	diferencial	según	nuestro	marco	
normativo y su representatividad se da por el respeto al 
ejercicio de sus derechos por ser minoría. 

En	 este	 punto,	 es	 importante	 que	 el	 SNARIV	 tenga	 en	
cuenta la orientación sexual como parte fundamental 
dentro del enfoque diferencial de sus procesos. La pobla-
ción víctima exige mayor cuidado al momento de realizar 
preguntas o encuestas de caracterización especiales refe-
rentes a la orientación sexual. Lo anterior debido a que en 
algunas ocasiones se han realizado este tipo de preguntas 
a población menor de edad de manera telefónica, posible-
mente por no realizar una validación previa de la edad del 
encuestado, lo que vulnera derechos fundamentales como 
la intimidad, la igualdad, entre otros.

Es	importante	que	los	entes	territoriales	y	el	SNARIV	sen-
sibilicen a sus funcionarios encuestadores en preguntas 
referentes a la orientación sexual de la población. Para esto 
es fundamental que los encuestadores reciban una capaci-
tación sobre metodologías de aplicación de encuestas y den 
relevancia al tema de diversidad sexual.





79

Gladys Giraldo Montoya 
Leonor Mojica Sánchez • Luz Elena Malagón Castro

EL DERECHO A LA 
PROPIEDAD	COLECTIVA	

DE LOS PUEBLOS 
INDÍGENAS EN EL 

PROCESO	DE	JUSTICIA	
TRANSICIONAL 
COLOMBIANO

Colombia es un país que constitucionalmente reconoce la 
protección de las minorías étnicas y culturales, aboga por 
la protección de los derechos de los pueblos indígenas y el 
reconocimiento de su identidad cultural con fundamento 
en el artículo séptimo de la Carta, puesto que 

de ese artículo se extraen elementos esenciales como el 

reconocimiento estatal y la protección a la diversidad 

étnica y racial. Así, la Carta Política, sobre la base de los 

principios de dignidad humana y pluralismo, reconoce 

un estatus especial de protección con derechos y prerro-

gativas	específicas	a	las	comunidades	étnicas	para	que	

bajo sus usos y costumbres hagan parte de la Nación. 

(Sentencia	T-129	de	2011)
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El Convenio 169 de la OIT adoptado en Ginebra en 1989 
constituye la piedra angular del reconocimiento de los 
pueblos indígenas y tribales como sujetos participantes 
del derecho internacional, con derechos expresamen-
te reconocidos desde su cuerpo jurídico, que constituyen 
verdaderas	obligaciones	de	 los	Estados	que	 lo	han	ratifi-
cado. La República de Colombia mediante la Ley 21 de 1991 
decidió soberanamente adherirse al referido convenio, 
decisión que se da en el proceso constituyente colombiano 
que devino en la Carta Política de 1991, es decir, paralelo al 
proceso de transformación institucional e ius fundamental 
que la naciente democracia constitucional produjo. 

Esta	 ratificación	 genera	 para	 el	 Estado	 colombiano	 una	
serie de obligaciones, las cuales hacen parte del bloque de 
constitucionalidad –como expresamente lo reconoce la 
Corte	Constitucional	(Sentencia	C-615	de	2009)–	de	modo	
que están revestidas de jerarquía de norma suprema. 

Igualmente, al ser Estado parte de la Convención Ameri-
cana sobre Derechos Humanos, reconociendo la compe-
tencia contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, la República de Colombia está obligada a res-
petar y garantizar los derechos humanos allí enunciados, 
adoptando las medidas de derecho interno necesarias para 
garantizar su goce y ejercicio sin ninguna discriminación. 
En el marco de la interacción jurisprudencial de la Corte1 

1	 Corte	 IDH.	 Caso	 Pueblo	 Indígena	 Kichwa	 de	 Sarayaku	 Vs.	
Ecuador. Fondo y reparaciones. Sentencia de 27 de junio de 2012. 
Serie C No. 245 o Corte IDH. Caso Comunidad Indígena Sawho-
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con los Estados parte de la Convención, esta ha logrado 
una interpretación evolutiva; se ha llegado a reconocer que 
el derecho a la propiedad, reconocido convencionalmente 
en el artículo 21, abarca igualmente el derecho a la propie-
dad comunal sobre la tierra de los pueblos indígenas.

El	territorio	no	es	únicamente	un	espacio	geográfico;	es	el	
lugar	donde	se	hace	posible	 la	proyección	de	su  	existen-
cia como indígenas, por eso abarca un concepto que no se 
puede separar del ejercicio de su autonomía, de un gobier-
no propio y de la vida en comunidad. Se concibe como una 
casa	grande	donde	se	tejen	relaciones 	con	los	tres	espacios	
que integran un territorio: el espacio de arriba, el espacio 
del medio y el espacio de abajo; entre ellos mismos y con 
los otros seres de la naturaleza. Estas relaciones se tejen a 
través de las prácticas espirituales que acompañan no solo 
su actuar en la vida cotidiana sino en la forma como se re-
lacionan	con	su	territorio	 al	habitarlo,	cultivarlo,	cuidarlo	
y defenderlo.

En ese orden de ideas, la participación de los pueblos indí-
genas en los mecanismos de restitución de tierras es fun-
damental, más allá de la necesaria intervención campesi-
na, cuya concepción de la tierra puede verse más cercana 
a una necesidad económica y habitacional, puesto que el 
territorio indígena hace parte de su esencia; por tanto el 
desplazamiento del que han sido víctimas implica el más 

yamaxa	Vs.	Paraguay.	Fondo,	Reparaciones	y	Costas.	Sentencia	de	
29 de marzo de 2006. Serie C No. 146.
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alto riesgo para el mantenimiento de la multiculturalidad, 
la protección constitucional de las etnias y el respeto de las 
obligaciones internacionales que impone al Estado colom-
biano,	no	solo	la	ratificación	del	Convenio	169	sino	también	
la existencia del Sistema Interamericano de Protección. 

Cincuenta	 años	de	 conflicto	han	 causado	una	progresiva	
desintegración de las comunidades indígenas, forzadas a 
romper sus lazos espirituales y milenarios con el territo-
rio en que han estado teológica, espiritual, social, cultural 
y económicamente, de modo tal que su extinción como 
pueblos se ha presentado cada vez más factible. 

Ejemplo de lo anterior lo constituye la situación particular 
del pueblo Embera, como bien lo señala el Departamento 
de Antropología de la Universidad de los Andes: 

(…)	 Aunque	 los	 Embera	 sean	 el	 tercer	 grupo	 étnico	
más	 numeroso	 del	 país	 (alrededor	 de	 70.000	 hablan-
tes),	la	gran	movilidad	que	los	caracteriza	y	por	la	cual	
se han dispersado principalmente por el norte de la 
zona andina y el occidente del país, junto a la violen-
cia generalizada que han alcanzado muchos de sus te-
rritorios, los ha llevado a atomizarse en cada vez más 
pequeñas comunidades, donde sobreviven en medio 
de otras etnias aborígenes o afrocolombianas o se en-
frentan a mestizos en zonas de amplia colonización; 
y en no pocas ocasiones ven amenazada su existencia 
como grupo, llegando incluso a desintegrarse en fami-
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lias, que migran presurosa y azarosamente a los centros 
urbanos, huyendo de los neo-colonos que arrebatan 
sus tierras y/o de las grandes empresas que arrasan sus 
territorios en busca de recursos naturales. Los Embera 
del noroeste chocoano son uno de esos grupos y fueron 
recientemente incluidos por el relator de las Naciones 
Unidas, R. Stavenhagen, entre los 34 grupos aborígenes 
más vulnerables del país y en serio peligro de extinción2.

Los derechos de los pueblos indígenas, en consecuencia, 
no se satisfacen con una simple indemnización o reubica-
ción de territorios diferentes; el derecho que las comunida-
des indígenas tienen con relación a su propiedad sobre la 
tierra ancestral trasciende las competencias de los Estados 
y constituye un imperativo de derecho internacional de los 
derechos humanos, como bien lo ha determinado la Corte 
Interamericana	de	Derechos	Humanos	(2013,	párrafo	346).	

(. . .)	 debido	 precisamente	 a	 esa	 conexión	 intrínseca	
que los integrantes de los pueblos indígenas y tribales 
tienen con su territorio, la protección del derecho a la 
propiedad, uso y goce sobre este es necesaria para ga-
rantizar su supervivencia3. 

2 Concepto del departamento de Antropología presentado a la 
Corte Constitucional colombiana en el marco del proceso de re-
visión de tutela T-129 de 2011 como amicus curiae.

3 Caso de las Comunidades Afrodescendientes Desplazadas de la 
Cuenca	del	 río	Cacarica	 (Operación	Génesis)	Vs.	Colombia.	 Ex-
cepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 20 de noviembre de 2013. Párr.346
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Es decir, el deber de restitución de tierras a las comunida-
des indígenas constituye el parámetro mínimo a que con-
lleva el reconocimiento de sus derechos como pueblo y en 
el marco de la reconstrucción del tejido social, restableci-
miento de condiciones previas, reparación y satisfacción 
del daño. Es una obligación internacional en cabeza de los 
Estados	la	identificación	de	las	comunidades	desplazadas	
y posterior restablecimiento integral de sus derechos co-
lectivos sobre el territorio 

por lo cual es indispensable que los Estados adopten 
medidas	 específicas	 de	 protección	 considerando	 las	
particularidades propias de los pueblos indígenas, así 
como su derecho consuetudinario, valores, usos y cos-
tumbres para prevenir y revertir los efectos de dicha si-
tuación4	 (Corte	Interaméricana	de	Derechos	Humanos	
2012,	párrafo	177).	

En ese mismo sentido, el reconocimiento de la responsa-
bilidad del Estado frente a su incapacidad institucional 
para revertir, mitigar, o inclusive prevenir la ocurrencia 
del desplazamiento, es indispensable para que, el resta-
blecimiento constitucional del Estado se dé en el marco del 
verdadero reconocimiento de los derechos colectivos e in-
dividuales de las comunidades indígenas y sus integrantes, 
como lo dispone la Carta Africana de Derechos Humanos y 
de los Pueblos, los cuales no solo deben abarcar su esencial 

4 Caso Masacres de río Negro vs. Guatemala. Excepción Prelimi-
nar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre 
de 2012, párr.177.
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derecho a la propiedad colectiva de la tierra sino al goce de 
sus demás derechos humanos, 

(…)	 que	 los	 derechos	 civiles	y	 políticos	 no	 pueden	 ser	
disociados de los derechos económicos, sociales y cul-
turales en su concepción y en su universalidad, y de que 
la satisfacción de los derechos económicos, sociales y 
culturales constituye una garantía del disfrute de los 
derechos civiles y políticos5	(Organización	de	la	Unidad	
Africana,	1981,	preámbulo).	

Se entiende que los derechos de la colectividad igualmente 
están protegidos en cabeza de cada uno de sus integrantes, 
y viceversa, en atención a su relación trascendental entre 
sí. 

Por lo tanto, la inclusión en el proceso de construcción de 
la verdad, restablecimiento de los derechos y la justicia, 
el papel de los indígenas no puede ser pormenorizado, 
menos aún en un territorio como el colombiano en que 
hay un componente étnico, que si bien es tratado como 
minoría, no deja de ser la permanencia de nuestra historia 
y procedencia, con derechos claros, tanto a nivel constitu-
cional como internacional, lo que se constituye en verda-
deros	fines	esenciales	de	la	existencia	del	Estado	mismo	y	
obligaciones internacionales en el marco de sus relaciones 
multilaterales, tanto en el marco de los convenios de OIT 

5 Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos. Preámbu-
lo.	Aprobada	el	27	de	junio	de	1981	en	Nairobi,	Kenia.	
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como de la Convención Americana y la jurisprudencia del 
tribunal llamado a su garantía y cumplimiento. 

EXTINCIÓN	DE	LOS	PUEBLOS	INDÍGENAS 
DE	COLOMBIA	

En Colombia existen 102 pueblos indígenas, de los cuales, 
el	62,7	%	se	encuentra	en	riesgo	de	extinción	física	y	cultu-
ral	(El	Espectador,	2013).	Entre	ellos,	la	Corte	Constitucio-
nal	identificó	35	pueblos	en	riesgo	por	causa	del	conflicto	
armado	y	sus	factores	subyacentes	y	vinculados,	profirien-
do una serie de órdenes tales como el Auto 004 de 2009, las 
cuales no han sido implementadas, lo que evidencia que 
los pueblos indígenas junto a los pueblos afrodescendien-
tes sean catalogados como una de las principales víctimas 
del	conflicto	armado	que	han	sufrido	condiciones	históri-
cas de injusticia y exclusión. 

En el transcurso de 2014 a 2016 en marco del proceso de 
negociación	 de	 paz	 entre	 el	Gobierno	Nacional	y	 FARC–
EP fueron asesinados 58 indígenas, y ocurrieron 11.644 
violaciones a los derechos humanos e infracciones al DIH 
contra	 los	 pueblos	 indígenas	 (Consejería	 de	Derechos	 de	
los pueblos indígenas, Derechos Humanos, Derecho Inter-
nacional	Humanitario	y	Paz-ONIC,	2018).

Entre el 1 de noviembre de 2016 al 31 de julio de 2017, poste-
rior	a	la	firma	del	Acuerdo	de	Paz,	se	reportaron	30	líderes	
y lideresas asesinadas, 6 desaparecidos, 115 amenazados, 
3.490 personas, de pueblos indígenas en situación de des-
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plazamiento, 9 con reclutamiento forzado, que sumado a 
otros hechos representan en total 4.508 casos de violacio-
nes a los DD HH e infracciones al DIH se han presentado 
en territorio indígena. Se destaca que los departamentos 
y los pueblos con mayores riesgos de afectaciones se en-
cuentran en: Cauca, Tolima, Antioquia, Cesar, Chocó, 
Nariño,	 Quindío,	 Valle	 del	 Cauca,	 Meta,	 La	 Guajira,	 Ri-
saralda y Amazonas; los pueblos indígenas afectados son 
Wounaan, Eperara Siapidara, Nasa, Pijao, Embera Chamí, 
Awá,	 Embera	 Katío,	 Zenú,	 Jiw,	Wayuú,	Wiwa	 y	Makuna	
(Consejería	 de	 Derechos	 de	 los	 pueblos	 indígenas,	 De-
rechos Humanos, Derecho Internacional Humanitario y 
Paz-ONIC,	2018).	

Hasta octubre de 2017 suman en total 10 líderes indígenas 
asesinados.	Esto	evidencia	que	persiste	y	se	intensifica	en	
el contexto del posacuerdo la sistematicidad en la violación 
de los DD. HH. a los pueblos indígenas. Por otro lado, se 
destaca que –ante el vacío de poder dejado en zonas rurales 
por	las	FARC-EP–,	estos	han	sido	ocupados	por	organiza-
ciones criminales denominadas “sucesoras del paramilita-
rismo”. Recientemente se han presentado combates entre 
la guerrilla del ELN y estos grupos en resguardos indíge-
nas, especialmente en el departamento del Chocó, lo que 
demuestra que el Gobierno Nacional ha incumplido su 
deber de garantizar la seguridad de la población ya que no 
ha actuado de manera efectiva contra las organizaciones 
criminales denominadas “sucesoras del paramilitarismo” 
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y sus redes de apoyo, como lo establece la Constitución na-
cional y el Acuerdo Final6.

Otra gran afectación en el marco del post-acuerdo, es la 
persistencia MAP-Minas Anti Persona y MSE-Munición 
Sin Explotar aún en los territorios indígenas, por lo cual en 
el Capítulo Étnico7 del Acuerdo Final, se priorizó un pro-
grama de desminado y limpieza en los territorios mayor-
mente afectados: Puerto Libertador-Córdoba, Ituango- de-
partamento de Antioquia donde habita el pueblo Embera; 
en el departamento del Guaviare, el pueblo Nukak y Jiw; 
en el departamento del Meta Mapiripán y Puerto Concor-
dia, pueblo Jiw, y departamento de Nariño, municipio de 
Tumaco pueblo A̕wa, programa que aún no se ha concerta-
do con los pueblos indígenas para su implementación.

LOS	DERECHOS	DE	LOS	PUEBLOS	Y	
COMUNIDADES	INDÍGENAS	EN	EL	MARCO	DEL	
ACUERDO	DE	PAZ

Desde	el	inicio	del	diálogo	entre	las	FARC-EP	y	el	Gobierno	
Nacional en el año 2012 los pueblos indígenas de Colom-
bia solicitaron la participación directa, como medida para 
garantizar el respeto a los derechos de los pueblos y comu-
nidades indígenas de Colombia. Debido a la negativa de las 
partes, en marzo de 2016 se conformó la Comisión Étnica 

6	 Punto	3.4	“Acuerdo	Final	para	la	Terminación	del	Conflicto	y	 la	
Construcción de una Paz Estable y Duradera”. 

7	 Acuerdo	final	para	la	terminación	del	conflicto	y	la	construcción	
de una paz estable y duradera 6.2.3 literal d.3 
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para la Paz y la Defensa de los Derechos Territoriales, in-
tegrada por la ONIC y el Consejo Nacional de Paz Afroco-
lombiano CONPA8– Gobierno Mayor9. Sin embargo, fue 
solamente	hasta	la	firma	del	primer	Acuerdo	entre	gobier-
no	y	FARC-EP	el	24	de	agosto	de	2016	en	La	Habana,	que	
el Gobierno colombiano aceptó la participación de una de-
legación de pueblos indígenas y afrodescendientes, acor-
dándose la inclusión del Capítulo Étnico en el punto 6.210 
con una serie de considerandos, principios, salvaguardas 
y garantías para incorporar la perspectiva étnica y cultural 
para la interpretación e implementación del Acuerdo Final 
para	la	Terminación	del	Conflicto	y	la	Construcción	de	una	
Paz Estable y Duradera.

En consecuencia, para garantizar la implementación del 
Capítulo Étnico, el Gobierno Nacional debía tramitar en la 
instancia de la MPCI11 los proyectos legislativos que afec-
tarán los derechos de los pueblos indígenas como lo esta-
blece el derecho a la consulta previa libre e informada es-
tablecida en el Convenio 169 de la OIT, incorporado en la 
Constitución nacional y en el Acuerdo Final. En el espacio 
de la MPCI, se acordó entre el Gobierno nacional y los 

8 CONPA- Consejo Nacional de Paz Afrocolombiano.
9 Autoridades tradicionales – Gobierno Mayor. 
10 Dicho capítulo está contenido en la página 206-209 del Acuerdo 

Final suscrito el 24 de noviembre de 2016 en el Teatro Colón de 
Bogotá. 

11	 Definida	por	el	Decreto	 1397	de	 1996,	el	escenario	en	donde	 las	
organizaciones indígenas concertan con el gobierno nacional las 
normas que les afectarán. 
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pueblos indígenas, una ruta expedita12 para el proceso de 
Consulta Previa, que continuaría su tránsito al Congreso 
de la República para ser sometido a aprobación a través 
del procedimiento legislativo especial - Fast Track13. Sin 
embargo, no se acordaron en la MPCI los criterios bajo los 
cuales	 se	definirían	 las	 iniciativas	normativas	que	se	en-
viarían a Consulta Previa, Libre e Informada en adelante 
CPLI, quedando a consideración del Gobierno Nacional 
definir,	de	las	86	normas	necesarias	para	implementar	el	
AF, las cuales serían objeto de Consulta. Posteriormente el 
Gobierno Nacional informó a la MPCI que se radicarían 46 
normas, incumpliendo lo pactado en el Acuerdo Final.

Finalmente, en el desarrollo de esta ruta expedita, el Go-
bierno radicó 9 borradores de iniciativas normativas de las 
cuales se protocolizaron 614. Como agravante de esta situa-

12 Esta ruta metodológica es un procedimiento excepcional y único 
que no podrá ser utilizado en otras consultas entre los pueblos 
indígenas y el Gobierno nacional y no es un precedente para 
las	siguientes	consultas	previas.	Este	procedimiento	se	justifica	
exclusivamente en el interés de los pueblos indígenas para que 
el	Acuerdo	entre	la	FARC-EP	y	el	Gobierno	Nacional	sea	imple-
mentado y se cumpla lo consagrado que en ningún caso irá en 
detrimento de los derechos adquiridos de los pueblos indígenas. 
Acta de Protocolización de la MPCI de 3 de febrero 2017. 

13 Sentencia C-699/16 Procedimiento legislativo especial para agili-
zar	Acuerdo	final	para	la	terminación	del	conflicto	y	construcción	
de la paz estable y duradera. El procedimiento legislativo especial 
para la paz, abrevia el trámite de leyes en el Congreso a la mitad, 
y habilita al Presidente de la República para que expida decretos 
con fuerza de Ley, a partir de actividades extraordinaria otorga-
das	por	el	Congreso	de	la	República	(Durante	6	meses)	.

14 Informe general: Estrategia de consulta previa en el marco del 
Fast Track,	con	el	fin	de	aunar	esfuerzos	para	garantizar	el	derecho	
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ción, en vigencia de las facultades especiales otorgadas al 
presidente15, el Gobierno nacional emitió más de 30 decre-
tos con fuerza de ley sin consulta previa alguna, limitando 
la participación de los pueblos indígenas  vía intervención 
ciudadana ante la Corte Constitucional, quien realiza la re-
visión de exequibilidad de dichos decretos.

Estudio	de	caso:	estado	de	reparación	colectiva	del	
pueblo	Jiw

El pueblo indígena conocido como guayabero, se autorre-
conoce como Jiw, es el pueblo con mayor número de habi-
tantes indígenas del departamento del Guaviare. También 
están localizados en el departamento del Meta. Los Jiw 
hablan la lengua mitua, comparten con los pueblos sikuani, 
kuiva y macaguane, la familia lingüística guahibo diversas 
prácticas culturales. Uno de los rasgos culturales caracte-
rísticos de este pueblo es su estructura comunitaria, en la 

a la consulta previa, libre e informada a través de la implemen-
tación	del	AF	para	la	terminación	del	conflicto	y	la	construcción	
de una paz estable y duradera. Abstract ONIC, Documento nor-
matividad: Pagos por Servicios Ambientales –PSA. Documento 
normatividad: Circunscripciones Especiales Transitorias para la 
Paz– CETP. Documento normatividad para la implementación 
de	 la	Reforma	Rural	 Integral	 contemplada	 en	 el	Acuerdo	Final	
en	materia	de	tierras,	específicamente	el	procedimiento	para	el	
acceso y formalización y el Fondo de Tierras. Documento norma-
tividad: Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial –PDET. 
Documento normativo: Proyecto de Ley orgánica sobre Catastro 
Multipropósito. Proyecto normativo: Proyecto de Ley Estatutaria 
sobre la Jurisdicción Especial de Paz. 

15 Acto Legislativo para la Paz- 01 de 2016. 
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cual el parentesco constituye su principio de identidad. La 
población Jiw se halla repartida en varias comunidades y 
cada una de estas se subdivide en clanes autónomos, con 

una particularidad, todos los miembros de los clanes son 

parientes entre sí16.

Según un artículo del portal Verdad Abierta denominado 

“La resistencia del pueblo Jiw”, en un censo realizado por 

la misma comunidad, para el año 2016 se componía de 19 

familias Jiw y 42 familias de los diez pueblos tukano orien-

tal	(tukano,	desano,	barasano,	cubeo,	karpana,	piratapuyo,	

guanano,	bará,	tariano	y	tatuyo),	que	no	suman	más	de	328	

personas	(Verdad	Abierta,	2016,	s.p).

Esta misma fuente asegura que los Jiw reclaman que el 

Estado les reconozca 4 mil 680 hectáreas que siguen por 

fuera de los títulos de su resguardo; que se respete la au-

tonomía sobre su territorio de 8 mil 360 hectáreas, pues 

continúan las tensiones con varios de los colonos que de-

sarrollan ganadería y pesca indiscriminada, además de 

que persiste la presencia de actores armados. Que se les 

consulten de forma previa cuando los gobiernos locales 

quieran desarrollar un proyecto de infraestructura y que 

se detenga de lleno la deforestación y la contaminación de 

16	Ministerio	de	Cultura,	República	de	Colombia.	Jiw	(guayabero).
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ríos, lagunas y caños, que tienen diezmados sus sitios sa-
grados y prácticas culturales.

Metodología	aplicada

En cuanto al análisis de vulneración de derechos en materia 
de reparación colectiva, el trabajo se enfocó en articular la 
experiencia del pueblo Jiw ubicado en San José de Guaviare 
en el desarrollo de este proceso, como único sujeto de repa-
ración	colectiva	en	la	región	de	estudio,	identificando	los	
principales	avances,	dificultades,	retos	y	desafíos	a	 la	 luz	
del	marco	legal	(Decreto	Ley	4633	de	2011)	y	jurispruden-
cial	(Auto	de	seguimiento	173	de	2012)	de	enfoque	étnico	en	
Colombia.

La metodología dispuso la realización de dos entrevistas 
con los voceros del pueblo indígena Jiw, sobre las principa-
les conclusiones del estado actual y futuro de su proceso de 
reparación	colectiva	de	cara	al	postconflicto.	Las	entrevis-
tas tuvieron las siguientes preguntas orientadoras:

 – ¿Cómo se concibe el pueblo Jiw, quiénes son?

 – ¿Cuáles	 fueron	 los	hechos	violentos	que	configuran	al	
pueblo Jiw como un colectivo de víctimas?

 – ¿Cuáles	 considera	 son	 los	 principales	 avances	 y	 difi-
cultades del proceso de reparación colectiva del pueblo 
Jiw?

 – ¿Cuáles considera son las fallas del sistema de repara-
ción que no han permitido que el pueblo Jiw avance en 
su ruta de reparación colectiva?
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 – ¿Cuáles considera son los principales derechos in-
dividuales o colectivos que se le están vulnerando o 
no se están garantizando al pueblo indígena Jiw en la 
actualidad?

 – ¿Qué exige el pueblo Jiw en términos de reparación co-
lectiva según su plan de vida?

 – ¿Cuáles	 considera	 son	 los	principales	 retos	y	desafíos	
del proceso de reparación colectiva del pueblo Jiw de 
cara	a	un	escenario	de	posconflicto	en	Colombia?

Las entrevistas con dos de los líderes de la Mesa Jiw del 
Resguardo Barrancón ubicado en San José de Guaviare 
permitieron	la	identificación	de	algunos	retos	y	propues-
tas en el naciente proceso de reparación colectiva que ade-
lanta el pueblo Jiw en el marco del reconocimiento de sus 
derechos como sujetos de reparación colectiva; de igual 
forma permitieron hacer un acercamiento al estado actual 
de derechos de esta población indígena.

Las	entrevistas	le	apuntan	a	identificar	los	retos	y	las	pro-
puestas que el pueblo Jiw tiene como sujetos de reparación 
colectiva. Es así como se logra hacer un acercamiento iden-
tificando	los	principales	avances,	dificultades,	retos	y	de-
safíos	a	 la	 luz	del	marco	 legal	 (Decreto	Ley	4633	de	2011)	
y	 jurisprudencial	 (Auto	 de	 seguimiento	 173	 de	 2012)	 de	
enfoque étnico en Colombia.

Es importante tener en cuenta que los procesos de repara-
ción colectiva en el país están dando sus primeros pasos y 
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que a junio de 2016 están en ruta de reparación colectiva 
340	procesos,	siendo	la	mayoría	sujetos	étnicos	(176),	de	los	
cuales hace parte el pueblo indígena Jiw, cuyos pobladores 
se encuentran en los departamentos de Meta y Guaviare, 
convirtiéndose de esta forma en el único sujeto de repara-
ción colectiva reconocido con presencia en los tres munici-
pios	foco	de	trabajo	(Villavicencio,	Puerto	López	y	San	José	
del	Guaviare).

Estado	de	derechos	en	materia	de	reparación	
colectiva

En términos del estado actual del pueblo Jiw en su ruta 
de reparación colectiva, se logró hacer contacto con sus 
voceros	y	ellos	permitieron	identificar	varios	aspectos	im-
portantes	que	ayudan	a	identificar	de	forma	preliminar	el	
estado de derechos del pueblo y sobre todo su percepción 
de la ruta de reparación colectiva que emprendieron.

En	primer	lugar,	se	identifica	que	la	concepción	de	repara-
ción colectiva que tiene el pueblo Jiw no coincide con el de 
la	Unidad	para	las	Víctimas,	de	esta	manera	ellos	–confor-
me a su plan de vida– no quieren una reparación simbólica 
del daño con algo diferente que no sea tierra para poder 
seguir viviendo bajo su concepción étnica.

Como ellos lo demuestran, la única forma de reparación es 
asegurarles la paz dentro de su territorio propio:

El	 conflicto	 armado	ha	 castigado	 al	 pueblo	 Jiw.	 El	 Jiw	
no es una persona de guerra, es una persona de caza 
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y pesca, ha habido pérdidas de profesores, de promo-
tores, un abuelo mutilado por una granada (Verdad	
Abierta,	2016,	sp.).

Es	así	como	el	reto	principal	es	asegurar	la	eficiencia	insti-
tucional	y	que	el	plan	de	reparación	que	disponga	la	UARIV	
sea coherente y diseñado con ayuda del mismo pueblo Jiw, 
conforme a su plan de vida: “Falta de responsabilidad de 
aquellas personas que tienen a cargo el proyecto o el pro-
grama” (Verdad	Abierta,	2016,	sp.)

Por otra parte, hay pocos avances en lo dispuesto por el 
Auto 173 de 2012. Hasta el momento, según lo indican los 
líderes indígenas solo se ha logrado apartar del territorio 
la base militar ubicada en uno de sus resguardos y no se 
sienten	respaldados	por	la	Unidad	para	las	Víctimas:	

Al pueblo Jiw se le están violando todos sus derechos, 
ha habido un incumplimiento del Auto 173 y apenas 
han hecho cumplir 1 orden que fue correr los linderos 
del Ejército. Hay que generar un ambiente más claro con 
la comunidad, realmente no es solo decir un objeto que 
es	 la	reparación	colectiva,	 (…)	no	vías,	no	estatuas,	no	
canoas en memoria de reparación de nosotros y nues-
tras víctimas. Nosotros le estamos pidiendo al Estado 
que nos dé una línea de territorio amplia por el Gua-
yabero de 95.000; hectáreas; estamos aspirando que 
esos territorios sean adjudicados al pueblo Jiw (Verdad	
Abierta,	2016,	sp.)
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El 16 de septiembre 2016 se adelantó el tercer taller de dis-
cusión en el municipio de San José del Guaviare contando 
con una asistencia de 24 líderes de asociaciones que a su 
vez	son	víctimas	del	conflicto,	los	cuales	abordaron	intere-
sadamente temas concernientes al punto No. 5 del Acuerdo 
de La Habana. Nuevamente el objeto fue promover el 
diálogo social en torno a los procesos de reparación indi-
vidual y colectiva, pero enfocados en la socialización, dis-
cusión y análisis del punto 5 relativo a víctimas establecido 
en	el	Acuerdo	general	para	la	terminación	del	conflicto	y	la	
construcción de una paz estable y duradera.

El 20 de octubre 2016, con la participación activa de 21 in-
vitados, se inició el segundo ciclo de talleres de participa-
ción, con el cuarto taller de discusión; en este caso se for-
taleció el componente de reparación colectiva. El evento 
se desarrolló en el Auditorio Museo de la Corporación 
Universitaria	 del	Meta	 en	 la	 ciudad	 de	Villavicencio	y	 se	
contó	con	la	asistencia	e	intervención	de	Fernando	Vargas,	
Coordinador de Reparación Colectiva de CODHES, quien 
de manera muy oportuna disertó sobre el tema de víctimas 
incluido en los Acuerdos de Paz de La Habana, Cuba entre 
las	FARC	y	el	Gobierno	Nacional.	El	objetivo	de	este	taller	
de discusión fue promover el diálogo social en torno a los 
procesos de reparación colectiva, en cuanto a la restitución 
y goce efectivo de los derechos de las víctimas, así como di-
lucidar	los	retos	y	desafíos	de	la	respuesta	institucional	en	
el	marco	del	posconflicto	en	Colombia.	



La participación ciudadana: Un escenario para la construcción de la paz en Colombia

Corporación Universitaria del Meta - UNIMETA98

Finalmente, el día 1 de diciembre de 2016 se adelantó en 
San José del Guaviare el quinto taller de participación. 
Este tuvo como objeto exaltar la experiencia del pueblo 
Jiw ubicado en San José de Guaviare en el desarrollo de su 
proceso	 de	 reparación	 colectiva,	 identificando	 los	 prin-
cipales	 avances,	dificultades,	 retos	y	desafíos	 a	 la	 luz	del	
marco	 legal	 (Decreto	Ley	4633	de	2011)	y	 jurisprudencial	
(Auto	 de	 seguimiento	 173	 de	 2012)	 de	 enfoque	 étnico	 en	
Colombia.

Foros	de	discusión	y	logros	a	la	fecha

Se desarrollaron dos foros de discusión con las comuni-
dades para presentar los resultados obtenidos con la me-
dición de los indicadores, así como el primer informe del 
estado actual de los procesos de reparación individual y 
colectiva	de	cada	departamento.	En	el	foro	se	identificaron	
las problemáticas o fallas adicionales no incluidas en los 
informes preliminares y se consolidaron propuestas para 
mejorar el acceso a una adecuada reparación individual y 
colectiva. 

Los	foros	fueron	realizados	en	Villavicencio	el	25	de	abril	
y en San José del Guaviare el 19 de mayo con una partici-
pación	total	de	345	asistentes,	240	en	el	de	Villavicencio	y	
105 en el de San José del Guaviare. En materia de enfoque 
diferencial étnico se evidencia que de las 1.123 personas 
encuestadas, 993 son mestizas, considerada el común de la 
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población existente en la sociedad; 53 son indígenas de di-

ferentes grupos étnicos provenientes de distintos lugares 

del país y 77 son afrodescendientes.

Tabla	9 
Enfoque Diferencial Étnico 

Etnia Totales

Afrodescendiente 77

Mestizo 993

Indígena 53

Total general 1.123

Fuente:	Observatorio	de	participación,	reparación	individual	y	colectiva	(2017).

La	Tabla	9	permite	obtener	una	mayor	identificación	de	las	
víctimas en los tres municipios analizados que pertenecen 
a los diferentes grupos étnicos, entre los que se pueden 
encontrar los piratapuyo y los tucanos con 10 personas 
cada uno, seguidos de los Jiw y los sirianos con 7 personas, 
respectivamente. 

Cabe resaltar que las personas que son víctimas y perte-
necen a un grupo étnico, en ocasiones fueron despojadas 
de sus resguardos indígenas por parte de los grupos al 
margen de la ley; lo que lleva a que busquen alternativas 
de supervivencia, en otros municipios del país donde su 
forma de vida es totalmente opuesta a la que se encuentran 
acostumbrados. 
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Figura	3 
Personas pertenecientes a un grupo étnico

Fuente:	Observatorio	de	participación,	reparación	individual	y	colectiva	(2017).

Lo anterior permite evidenciar la variedad de etnias en-
contradas	en	las	víctimas	del	conflicto	encuestadas	en	los	
tres municipios analizados. Es importante recordar que 
el trabajo en términos de reparación colectiva se adelanta 
con el pueblo Jiw como único sujeto de reparación colec-
tiva reconocido en los municipios donde se implementó 
la investigación del Observatorio y que su avance es inci-
piente, por eso los contenidos temáticos de los foros fueron 
más fuertes en el componente de reparación individual; 
sin embargo, se logró hacer un acercamiento del estado 
actual de los procesos de reparación individual y colectiva 
de cada departamento.

Estos foros fueron el escenario de discusión propicio para 
establecer un diálogo social entre asociaciones de vícti-
mas, defensores de derechos humanos y las entidades del 
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SNARIV,	y	se	convirtieron	en	los	escenarios	idóneos	para	
consolidar un trabajo articulado entre la academia, la ins-
titucionalidad y la población víctima. Por tal razón se llevó 
a cabo un ejercicio de diálogo abierto y construcción colec-
tiva, logrando concluir las diferentes problemáticas que 
enfrenta la implementación de la Ley 1448 de 2011 y las po-
sibles soluciones a los diferentes cuellos de botella inmer-
sos en la materialización de la Ley de víctimas. 

Tanto los foros como los talleres de discusión permitieron 
al equipo del Observatorio lograr insumos para elaborar 
el informe del estado actual de los procesos de reparación 
individual y colectiva de cada departamento, donde vale la 
pena llamar la atención sobre variables como el bajo por-
centaje de acceso a fuentes formales por parte de la pobla-
ción víctima en los tres municipios focalizados, los bajos 
niveles de ingresos, la precaria situación en cuanto acceso 
a vivienda digna, y otras situaciones que dan un panorama 
poco alentador. 

Por	otra	parte,	estos	espacios	ayudaron	a	identificar	dife-
rentes problemáticas en materia de asistencia, atención 
y reparación de la población víctima a la hora de hacer 
efectivo su derecho a la reparación integral tanto en temas 
de reparación individual como colectiva; pero sobre todo 
fueron los espacios propicios para consolidar las propues-
tas para mejorar el acceso a una adecuada reparación indi-
vidual	y	colectiva,	recopiladas	en	el	informe	final	de	conso-
lidación proveniente desde las organizaciones de víctimas, 
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defensoras de derechos humanos y sujetos de reparación 
colectiva. Estas propuestas, fruto del trabajo conjunto con 
las organizaciones de víctimas, también están contenidas 
en el Informe sobre Retos y Propuestas para el Acceso a los 
Derechos Individuales y Colectivos.

ASPECTOS	POR	EVALUAR	Y	QUE	NO	HAN	SIDO	
CONSIDERADOS	POR	EL	ESTADO	

En primer lugar, sería necesario explorar qué ha pasado 
con los territorios en los que inicialmente la comunidad 
Jiw desplazada estuvo asentada, así como la destinación de 
los territorios que la comunidad considera que le pertene-
cen, pero sobre los cuales no recae ninguna titulación. Lo 
anterior permitirá hacer una confrontación entre el ejer-
cicio del derecho al desarrollo por parte del Estado, si se 
encuentra alguna adjudicación de los territorios para ex-
plotación económica, y el derecho ancestral a la propiedad 
de	la	comunidad. 

También sería importante indagar sobre cómo garantizar 
la titulación y recuperación de los territorios, lo que podría 
asegurar un aprovechamiento sostenible de los recursos 
naturales allí ubicados, toda vez que el manejo de las 
comunidades tiende a reconocerse como garante de la 
sostenibilidad. Igualmente, es necesario saber cuál es el 
aprovechamiento económico de la comunidad sobre los 
recursos, para determinar si los mecanismos proyectados 
por el Estado frente a la garantía del mínimo vital son 
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congruentes con la destinación y el uso tradicional que 
la comunidad Jiw ha dado a sus recursos; por ejemplo, 
investigar sobre la existencia de acueductos comunitarios 
en la comunidad, su operación, cobertura, etc., con el 
objetivo de establecer si se están alcanzando los criterios 
establecidos en las observaciones generales del Comité 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales sobre el 
derecho	al	agua. 
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PROPUESTAS	
PROVENIENTES	DESDE	
LAS	ORGANIZACIONES	

DE	VÍCTIMAS,	
DEFENSORAS DE 

DERECHOS HUMANOS Y 
SUJETOS	DE	REPARACIÓN	

COLECTIVA

Las siguientes propuestas y recomendaciones son el resul-
tado de un diálogo abierto, de construcción colectiva de di-
ferentes actores, orientadas a incidir en la política pública 
de atención, asistencia y reparación integral a la población 
víctima	del	conflicto	armado	en	los	municipios	de	Villavi-
cencio, Puerto López y San José del Guaviare; producto de 
un trabajo articulado entre la academia, la institucionali-
dad y la población víctima de los municipios focalizados.

Vale	 la	pena	anotar	que	 el	Observatorio,	 además	de	pre-
sentar	las	propuestas	específicas,	expone	su	preocupación	
frente a algunos aspectos clave dentro del sistema de aten-
ción,	 asistencia	 y	 reparación	 que	 se	 configuraron	 como	
hallazgos dentro del ejercicio de caracterización del pro-
blema por observación directa en el proceso investigativo. 
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Es así como se evidencian algunas barreras de acceso1 que 
debe padecer la población víctima en su proceso de resta-
blecimiento de derechos:

 – La desinformación y falta de orientación que la Unidad 
para las víctimas ofrece a la población en el momento 
de su atención en los diferentes puntos. También vemos 
con mayor preocupación las expectativas y las con-
secuencias nocivas que están teniendo herramientas 
como	el	 PAARI	 (Plan	de	Atención,	Asistencia	y	Repa-
ración	 Integral)	 dentro	 del	 proceso	 de	 reparación	 de	
víctimas, pues se observó que, en muchos de los casos, 
las ayudas se han detenido y la respuesta que le dan a la 
población es que no hay respuesta o si ya salió, está en 
proceso	de	indemnización,	y	mientras	tanto	(tiempo	in-
definido)	las	personas	víctimas	en	plena	y	evidente	con-
dición de vulnerabilidad quedan sin recibir su ayuda 
humanitaria.

 – Otro punto que genera preocupación es la deshuma-
nización del servicio que se denotó en las Unidades de 
Atención	de	la	UARIV,	pues	la	cantidad	de	personas	que	
asisten a diario es bastante, comparado a la cantidad de 
funcionarios y la capacidad de las instalaciones. Esto, 
además	de	no	tener	horas	fijas	en	las	citaciones	que	se	
hacen a la población, hace que sea totalmente conges-
tionado el servicio y que la atención sea sumamente 
demorada.

1	 Barreras	 de	 Acceso:	 Diferentes	 dificultades	 presentes	 en	 el	
proceso de restablecimiento de derechos que se encuentran con-
sagradas en la Ley 1448 de 2011, que no permiten el efectivo goce 
de derechos a la población víctima en general.
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 – Por otra parte, no se evidenció trato preferencial para 
personas con condiciones de vulnerabilidad especiales, 
tales como personas de la tercera edad, madres gestan-
tes o en situación de discapacidad. Mientras estábamos 
en uno de los puntos le hicimos seguimiento a uno de 
los	muchos	casos	que	se	presentan	a	diario	en	estas	ofi-
cinas: se trataba de un señor de la tercera edad, en con-
dición de discapacidad, que tuvo que esperar 1 hora 45 
minutos para ser atendido, sin tener la posibilidad de 
sentarse. Cuando logró entrar a ser atendido, salió a 
los	pocos	minutos	con	un	papel	sin	firma	ni	 formatos	
que dice: “regresar en 20 días”. Al hacer las cuentas, los 
20 días se cumplían en plena época decembrina de no 
atención institucional. Con este breve aparte solo que-
remos contextualizar algunas de las fallas del sistema 
de reparación para proponer posibles soluciones.

 – La queja en la devolución de las ayudas humanitarias 
es algo frecuente. Además, hay que tener en cuenta que 
estas, para la mayoría de los casos, no están llegando 
en las fechas establecidas y no hay tiempo exacto para 
que la población pueda estar pendiente de dichos giros. 
A esto se le suma que a las personas no les avisan efec-
tivamente que ya están los giros y que estas personas 
en muchas ocasiones no tienen las capacidades para 
acceder a herramientas como Daviplata; es así que en 
ocasiones cuando logran ir a retirar su giro este ya ha 
sido devuelto por la entidad. Otro aspecto relevante es 
la efectividad del giro, pues era común escuchar a la po-
blación diciendo que ya tenían el giro aprobado, pero 

Propuestas provenientes desde las organizaciones de víctimas, defensoras 
de Derechos Humanos y sujetos de Reparación Colectiva
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este aún no se ha hecho efectivo, lo que congestiona 
las	oficinas	de	la	UARIV	porque	la	población	acude	fre-
cuentemente a preguntar si se encuentra disponible la 
ayuda, pero no se dan respuestas concretas.
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CONCLUSIONES 
GENERALES 

Es posible concluir que la Ley Estatutaria 1757 de 2015 
creada con el objeto “de promover, proteger y garantizar 
modalidades del derecho a participar en la vida política, 
administrativa, económica, social y cultural, y así mismo 
a	controlar	el	poder	político”	(Congreso	de	Colombia,	2015)	
es un actor fundamental en el desarrollo y ejecución del 
Acuerdo de Paz para todo el territorio colombiano. Es una 
herramienta	eficaz	para	la	participación	democrática	y	uno	
de los mecanismos por los cuales la sociedad civil colom-
biana puede participar activamente de todos los procesos 
que los afecten. Ahora bien, en cuanto a la formación de 
espacios idóneos para que esta participación se pueda dar, 
la Ley también contempla un escenario llamado Consejo 
Nacional de Participación Ciudadana. Este es un órgano 
de permanente asesoría que el Gobierno Nacional debe 
atender en los temas que la Ley Estatutaria aborda como 
son la protección, promoción y garantía del derecho a la 
participación de cada colombiano a lo largo del territorio 
(departamental,	distrital	y	municipal).	La	Ley	dispone	para	
temas regionales, los Consejos de Participación Ciudada-
na, ejercicio que equivale al realizado por el Consejo Na-
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cional, pero en cada región. Lo anterior es alusivo a lo que 
se pretende con el punto número dos del Acuerdo de Paz.

Por otro lado, la Ley Estatutaria 1757 de 2015 –en cons-
trucción de una sociedad democrática, justa e incluyente– 
aplicó un importante avance en el marco legal del derecho 
a participar, que se encuentra consagrado en la Constitu-
ción	Política.	Los	lineamientos	son	claros	al	definir	cuáles	
son aquellas herramientas con las que cuenta la sociedad 
civil para participar en los asuntos públicos. El Ministerio 
del Interior, entre sus obligaciones, debe generar un am-
biente favorable para que la ciudadanía pueda apropiarse, 
tanto de las herramientas como del espacio en el cual se 
puedan desarrollar.

Después	de	haber	analizado	el	Acuerdo	final	para	la	termi-
nación	del	conflicto	y	la	construcción	de	una	paz	estable	y	
duradera, es claro el papel que juega la participación de-
mocrática en dicha construcción; las falencias que hay se 
deben reforzar con herramientas como la Ley de Partici-
pación Ciudadana.

Es preciso que exista un seguimiento riguroso por parte de 
la entidad de control competente para dar cumplimiento a 
los mandatos legales para que no se dilaten procesos que 
van en pro de la comunidad1.

1  Juliana Botero Giraldo. Edil en el año 2016 de la comuna Palo-
grande de Manizales y vicepresidenta de la Federación Nacional 
de Ediles de Colombia en el mismo año. En su compromiso por 
indagar sobre los procesos de implementación que se adelanta-
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Es perentoria una campaña de pedagogía que dé a conocer 
a la ciudadanía y, en espacial a la población víctima de la 
violencia en el departamento del Meta, la existencia de 
esta	ley	y	los	beneficios	que	trae	la	participación.	De	igual	
forma, fomentar al interior de las diferentes organizacio-
nes sociales para que, a través de ellas, se puedan vincular 
a los consejos de participación ciudadana.

ban en Manizales con relación a los consejos de participación 
para el posacuerdo, hizo seguimiento de la omisión de la Admi-
nistración Municipal de su ciudad en el cumplimiento de la Ley 
Estatutaria 1757 de 2015, descubriendo un retraso de un año y 
diez	meses,	 injustificado	por	demás.	Con	el	fin	de	darle	la	cele-
ridad necesaria al proceso y adelantar las gestiones que dieran 
paso al manejo del posacuerdo en Manizales; la edil instauró un 
derecho de petición denunciando que la Alcaldía de Manizales 
desde el momento de entrada en vigencia de la Ley, no había ade-
lantado ningún proceso para la creación de los Consejos de Par-
ticipación Ciudadana. Fue a partir de la presentación del derecho 
de petición que se convocó a una reunión con los encargados de 
liderar este proceso, a saber, Secretaría de Desarrollo Social y Se-
cretaría de Gobierno, para desarrollar las estrategias necesarias 
que garantizaran la creación de los consejos. Acciones como esta, 
hacen parte de lo que entendemos como la “cultura política” que 
necesitamos fortalecer como ciudadanos. Este es un compromiso 
no solo para quienes representan los intereses de las comunida-
des, esto es, los funcionarios públicos, sino también un derecho 
de cada ciudadano a “participar” en los escenarios creados al 
interior del sistema democrático y que ha sido renovado en los 
nuevos repertorios del “segundo acuerdo”, como resultado de los 
diálogos de paz. ¿Estarán creados los consejos de participación 
para el posacuerdo en los demás departamentos del país? 
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